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INTRODUCCIÓN 

 

El común de la gente percibe que la Policía Nacional está instituida para proteger 

a los habitantes del territorio colombiano en la libertad y el orden, fundado en el 

respeto de los derechos reconocidos en la Constitución Nacional y de quienes 

están sujetos a ella.  

 

Es así como a la policía le compete la conservación del orden público interno, a 

través de la prevención y la eliminación de las perturbaciones de la seguridad, de 

la tranquilidad, de la salubridad y la moralidad pública. 

 

La policía en el mundo contemporáneo se asimila a una institución defensora del 

bienestar de la humanidad y como institución está llamada a salvaguardar el 

gobierno y el Estado al que pertenece.  

 

En el país la economía y la sociedad reflejan una nación que ostenta pobreza, 

inseguridad, desempleo, desigualdad social; lo que ocasiona la inseguridad 

ciudadana, incluso al grado de perder la credibilidad de las instituciones. La 

política gubernamental del presente (seguridad democrática) exige resultados 

frente a problemáticas como el paramilitarismo, la guerrilla, reinserción entre otros, 

no obstante, el conflicto se ha desplazado  a las urbes, lo evidencia en el aumento 

de la denominada delincuencia común, la cual exige para ser abordada una  

normatividad específica para enfrentar esa realidad  como es el caso del código de 

policía (decreto 1355 de 1970). 

 

La inseguridad es la marca generalizada que se proporciona en todas la formas, 

haciendo la vida pública del ciudadano pereirano como la de cualquiera del país 

una total incertidumbre, lo cual conduce  a que las personas  siempre estén 

viviendo  defensivamente; la inseguridad no determina estratos  sociales es 
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proporcional al nivel de vida según el poder adquisitivo; basta para confirmarlo con 

observar que se oculta en las fachadas de las casas de lenocinio, los casinos, la 

calle, el parque y las avenidas.  

  

Las leyes en la historia se han creado para garantizar el orden, la justicia y la 

libertad y es desde la misma institución donde se vulnera los derechos. Al interior 

de este documento se encuentra la realidad de la inseguridad que se vive en un 

sector determinante de la ciudad de Pereira; y la manera de cómo las instituciones 

encargadas de velar por la seguridad va en  disonancia con la aplicación de la 

norma, dificultando la aplicabilidad de la justicia.  

 

Por ello este trabajo nos lleva a tratar de desarrollar el por qué los operativos no 

proveen un buen resultado, a nivel de la prevención que la policía nacional está en 

el deber de prestar. 



9 

 

1. PROBLEMA  DE INVESTIGACIÓN 

 

1.1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

 

La vulneración del Código Policivo es generado por el desconocimiento de las 

autoridades, la falta de capacitación y el interés de éstas por cumplir con sus 

presupuestos o metas; esto trae como consecuencia abuso de autoridad, 

inconformidad en la sociedad y grandes demandas al Estado. 

 

Pero es preciso tener en cuenta que la autoridad no es la única que debe conocer 

sobre la aplicación y respeto por las leyes, ya que quienes mas cometen las 

infracciones son los mismos ciudadanos y ciudadanas, quienes para participar 

activamente en los asuntos públicos, deben desarrollar un conjunto de 

capacidades, habilidades y actitudes que los conduzcan a la adhesión voluntaria y 

racional de aquellos principios éticos que orientan la convivencia social y la 

participación ciudadana. 

 

Desafortunadamente en la ciudad de Pereira como en todo el territorio nacional es 

evidente la tendencia a la violación o incumplimiento de las normas y reglas de 

convivencia ciudadana, olvidando que el apego a la legalidad es uno de los 

principios claves en el proceso de formación de ciudadanía. La ley por sí misma y 

su aplicación es indispensable, más no suficiente, para garantizar una convivencia 

pacífica, tolerante y respetuosa. Si se quiere lograr esto último, debe fomentarse 

una educación que promueva en las personas el ejercicio responsable de su 

libertad y el desarrollo de su autonomía moral; así como la capacidad de 

solidarizarse y preocuparse por el bienestar colectivo, fundamentado en el respeto 

de las normas rectoras del código de Policía que es la normatividad base para la 

convivencia de cada localidad. 
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1.2. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 

 

¿Cuál es la efectividad y aplicación del Código de Policía por parte de la 

comunidad y de las autoridades del municipio de Pereira y cuáles son sus 

consecuencias? 

 

1.3. SISTEMATIZACION DEL PROBLEMA 

 

¿Cuál es el grado de aplicación del Código Policivo por parte de las autoridades 

Municipales de Pereira?  

 

¿Cuáles son los efectos generados por la violación o vulneración de lo establecido 

en dicho código por parte tanto de la ciudanía como de las autoridades? 
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2. JUSTIFICACIÓN 

 

El tema que se ocupa de los procedimientos del Código Policivo en Colombia, 

tiene gran importancia ya que el pretende que en las instituciones educativas y en 

especial en la Universidad Libre Seccional Pereira, en su Facultad de Derecho, se 

promueva la capacitación sobre aspectos probatorios del Código de Policía.  

 

Con la ejecución de este proyecto, nuestros jóvenes estudiantes y  aquellos que 

hacen parte de la institución de policía fortalecerán principios y valores lo cual se 

verá reflejado en el mejoramiento de la convivencia ciudadana. 

 

Como ciudadanos somos sujetos de derechos y obligaciones, que debemos 

respetar y cumplir; esto se facilita a través del conocimiento de las normas que 

desarrollan la convivencia en el territorio nacional, toda vez que si conocemos 

cuáles son las faltas, prevenimos consecuencias nocivas para los habitantes, pues 

esto teniendo en cuenta que somos una comunidad estudiantil dedicada a 

propender por el cumplimiento de las normas del  derecho. 

 

Existen comportamientos que en nuestro saber y entender no son constitutivos de 

contravenciones, como por ejemplo escándalos en la vía pública, arrojar 

escombros en las calles o frente a las viviendas, poner el equipo de sonido a alto 

volumen y a altas horas de la noche, entre otras; pero que de acuerdo al Código 

de Policía sí constituyen faltas y conllevan la aplicación de sanciones, lo que hace 

que el estudio de este código sea de gran importancia para el desarrollo de la 

ciudadanía, que la cotidianidad sea más justa y menos violenta. 

 

La policía ha delegado funciones al ciudadano común y esto es  lo que hace que 

las personas tomen la justicia por su propias manos, y si los policías no conocen a 

fondo los procedimientos a seguir, que podremos esperar de un ciudadano común 
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que convive con esta problemática, como lo es el barrio cuba de la ciudad de 

Pereira que se ha convertido en un foco de delincuencia y corrupción. 

 

Por esta razón se considera de vital importancia el estudio de los procedimientos 

plasmados en el Código de Policía y de Convivencia Ciudadana, para determinar 

si se da o no una verdadera aplicación a éste y si es acogido por los ciudadanos. 

Sin dejar de lado las demás instituciones a las cuales se les ha delegado 

funciones de policía; y que debido a esto los unos se escudan en los otros para 

llegar a desatar una confusión de competencias, que viéndolo desde el punto de 

vista de las personas radica en una falta de efectividad.   
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3. OBJETIVOS 

 

 

3.1. OBJETIVO GENERAL. 

 

Determinar la efectividad y vulnerabilidad del Código de Policía por parte de la 

ciudadanía y de las autoridades del Municipio de Pereira (Instituto Municipal de 

Tránsito y Transporte de Pereira, Administración Municipal de Pereira y Policía 

Nacional del Municipio de Pereira) y establecer las posibles consecuencias que se 

derivan de sus actuaciones. 

 

3.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

 

3.2.1 Analizar la efectividad de las autoridades locales para hacer cumplir el 

Código de policía en cuanto a convivencia y acatamiento de la Ley. 

 

3.2.2 Establecer el grado de aplicación del Código de Policía en la ciudad de 

Pereira. 

 

3.2.3. Determinar los posibles efectos que se puedan generar por la vulneración y 

violación de lo establecido en el Código de Policía  
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4. MARCO REFERENCIAL 

 

 

4.1 MARCO TEÓRICO 

 

La Policía Nacional es un cuerpo armado permanente de naturaleza civil, a cargo 

de la nación, cuyo fin primordial es el mantenimiento de las condiciones 

necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas y para asegurar 

que los habitantes de Colombia  convivan en paz. 

 

La Policía Nacional basa su formación en unos valores éticos, como la honestidad, 

el respeto, la tolerancia, la solidaridad, entre otros, pero qué tanto desarrollan 

estos principios. Si empezamos por el desacato a una norma base, como lo es el 

Código de Policía, o quizás si es tomado en cuenta pero como ya es bien 

conocido no lo inutilizan por  no estar acorde en algunas situaciones de hoy en 

día. 

 

Pero como se expondrá a lo largo de este trabajo, el Código de Policía a pesar de 

ser antiguo debe  tomarse como una norma base.    

 

 

4.2 MARCO CONCEPTUAL 

 

La Policía Nacional como todas las entidades tiene un código o un manual interno, 

que los guía en cuáles son sus funciones y su competencia; por este motivo su 

objetivo principal es la supervivencia en un ambiente cambiante, especialmente en 

los campos de lo político, jurídico, económico y social, por medio del compromiso 

que  la entidad mantiene con la comunidad y su rápida y oportuna respuesta ante 

el variable entorno que afecta la identidad, firmeza, seguridad y confiabilidad. La 
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capacidad que tiene esta entidad para entregarle a la población los servicios 

adicionales, es decir, las ayudas que presta, supera las necesidades  y 

expectativas de todos, bajo parámetros de referencia con trabajos reconocidos 

como exitosos  a nivel nacional y hasta internacional.  

 

Código: conjunto de normas legales sistemáticas que regulan una materia 

determinada en nuestro caso la policía. 

Estado: porción de territorio cuyos habitantes se rigen por leyes propias  

Impacto: efecto producido en la opinión pública por un acontecimiento, una 

disposición de la autoridad, una noticia, catástrofe, etc.  

Libertad: facultad que se disfruta en las naciones bien gobernadas de hacer y 

decir cuánto no se oponga a las leyes, ni a  las buenas costumbres. 

Operativos: mecanismo dispuesto para realizar una acción prevista. 

Orden: mandato que se debe obedecer y cumplir a cabalidad. 

Policía: cuerpo encargado de mantener el orden público y la seguridad de los 

ciudadanos, a órdenes de autoridades públicas. 

Seguridad: calidad del ordenamiento jurídico, que implica la certeza de sus 

normas y, consiguientemente, la previsibilidad de su aplicación. 

Comunidad: conjunto de personas.  
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4.3 MARCO CONSTITUCIONAL Y LEGAL 

 

Como ya está estipulado en nuestro Estado colombiano nos regimos por una 

Constitución como norma de normas seguidas de la ley, ordenanzas y decretos, y 

como fuente de consulta tenemos la jurisprudencia. 

Para el desarrollo de este proyecto de investigación empezaremos analizando la 

Constitución Nacional. Así pues esto nos lleva en primer lugar a detenernos en el 

preámbulo que reza: “En ejercicio de su poder soberano, representado por sus 

delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la protección de 

Dios, y con el fin de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes 

la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la 

libertad y la paz, dentro de un marco jurídico, democrático y participativo que 

garantice un orden político, económico y social justo, y comprometido a impulsar la 

integración de la comunidad latinoamericana, decreta, sanciona y promulga lo 

siguiente" 

Si todos analizaran  este párrafo plasmado como el abrebocas de nuestra 

Constitución se entendería que en él se indica que el Estado está en un 

compromiso permanente por salvaguardar las personas; es por esto que la 

Constitución de 1991  le procura continuidad a la policía nacional como 

instrumento vital para mantener el orden y sancionar todos aquellos 

comportamientos tendientes a preservar la convivencia pacifica en la sociedad. 

Es así como en el articulado se tomarán  y explicarán aquellos puntos que sean de 

vital importancia para este proyecto de investigación. 

 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA 

 

Para este trabajo es básico mostrar la importancia del mismo para motivar a la 

lectura de este texto, la calidad del análisis artículo por artículo, ya sea tomar una 
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idea más actual del por qué, el código tenia falencias que se esperan sea 

modificadas por la ley 011 de 2008 que se encuentra para sanción presidencial y 

de la cual se hará el respectivo paralelo en cuanto a los procedimientos, que se 

tomaron en la muestra recogida por la ciudad de Pereira especialmente en el 

barrio Cuba    

“ART. 1º—Colombia es un Estado social de derecho organizado en forma de 

República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, 

democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad 

humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la 

prevalencia del interés general. 

Si tomamos la frase subrayada se debe tener en cuenta que no solo las personas 

del común sino más aun los funcionarios de la Policía deben tener como 

prevalencia este derecho al respecto de la dignidad humana, el cual no solo está 

plasmado en la  Constitución Política de Colombia, sino de igual manera en la 

esencia de los procedimientos plasmados en el  Código de Policía; es por esto 

que los funcionarios al no acatar este precepto infringen la norma desde su 

esencia más pura. 

ART. 2º—Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la 

prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 

deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las 

decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y 

cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad 

territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las 

personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás 

derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del 

Estado y de los particulares. 

El Estado Colombiano a través de la Policía desarrolla la mayor parte de los fines 

básicos plasmados en la constitución, con los cuales busca la prevención y la 
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sanción de aquellos hechos delictivos, que alteran la convivencia ciudadana. 

ART. 6º—Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir 

la Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y 

por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones.  

La Policía Nacional es el primer instrumento en la cadena conductora que el 

Estado posee para salvaguardar su integridad, por consiguiente los funcionarios 

de la institución están llamados a un comportamiento ejemplar, para que la 

sociedad siga aquellas pautas de  las conductas estipuladas en las normas. 

 

ART. 11. —El derecho a la vida es inviolable. No habrá pena de muerte 

La Policía está llamada a proteger la vida de las personas, como objetivo principal; 

para ello cuenta con las facultades que le otorga la constitución y también la ley, 

facultades plasmadas en los Códigos Penal y el de Procedimiento Penal, así como 

en el  Código de Policía. 

ART. 12. —Nadie será sometido a desaparición forzada, a torturas ni a tratos o 

penas crueles, inhumanas o degradantes. 

ART. 13.—Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la 

misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 

libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, 

origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y 

adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 

 

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 

económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta 

y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.  

ART. 15. —Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar y 
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a su buen nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. De igual 

modo, tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se 

hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades 

públicas y privadas. 

En la recolección, tratamiento y circulación de datos se respetarán la libertad y 

demás garantías consagradas en la Constitución. 

La correspondencia y demás formas de comunicación privada son inviolables. 

Sólo pueden ser interceptadas o registradas mediante orden judicial, en los casos 

y con las formalidades que establezca la ley. 

Para efectos tributarios o judiciales y para los casos de inspección, vigilancia e 

intervención del Estado podrá exigirse la presentación de libros de contabilidad y 

demás documentos privados, en los términos que señale la ley. 

En el desarrollo de este proyecto se pondrá en claro el por qué estos artículos son 

los mas violados por los funcionarios de Policía de la zona en que se desarrolla 

esta investigación 

ART. 24. —Todo colombiano, con las limitaciones que establezca la ley, tiene 

derecho a circular libremente por el territorio nacional, a entrar y salir de él, y a 

permanecer y residenciarse en Colombia 

Basados en las limitaciones que la ley nos impone, la Policía Nacional desarrolla 

operativos viales en los cuales en ocasiones se priva de la libre locomoción por el 

hecho de la prevención que la Policía esta obligada a brindar 

ART. 28. —Toda persona es libre. Nadie puede ser molestado en su persona o 

familia, ni reducido a prisión o arresto, ni detenido, ni su domicilio registrado, sino 

en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con las 

formalidades legales y por motivo previamente definido en la ley. 

La persona detenida preventivamente será puesta a disposición del juez 

competente dentro de las treinta y seis horas siguientes, para que éste adopte la 

decisión correspondiente en el término que establezca la ley. 
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En ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas, ni penas y 

medidas de seguridad imprescriptibles 

ART. 29. —El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 

administrativas.  

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le 

imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las 

formas propias de cada juicio.  

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se 

aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado 

judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la 

asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el 

juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar 

pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia 

condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. 

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso 

 

ART. 30.—Quien estuviere privado de su libertad, y creyere estarlo ilegalmente, 

tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial, en todo tiempo, por sí o 

por interpuesta persona, el habeas corpus, el cual debe resolverse en el término 

de treinta y seis horas. 

 

ART. 32. —El delincuente sorprendido en flagrancia podrá ser aprehendido y 

llevado ante el juez por cualquier persona. Si los agentes de la autoridad lo 

persiguieren y se refugiare en su propio domicilio, podrán penetrar en él, para el 

acto de la aprehensión; si se acogiere a domicilio ajeno, deberá preceder 

requerimiento al morador 
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ART. 33. —Nadie podrá ser obligado a declarar contra sí mismo o contra su 

cónyuge, compañero permanente o parientes dentro del cuarto grado de 

consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil 

Los citados artículos se desarrollan en la ley 906 de 2004 (código penal) que se 

refiere a unas normas básicas que la policía debe cumplir en los procedimientos  

estipulados en el código de policía. 

  

ART. 216. —La fuerza pública estará integrada en forma exclusiva por las fuerzas 

militares y la Policía Nacional. 

Todos los colombianos están obligados a tomar las armas cuando las necesidades 

públicas lo exijan para defender la independencia nacional y las instituciones 

públicas. 

La ley determinará las condiciones que en todo tiempo eximen del servicio militar y 

las prerrogativas por la prestación del mismo 

ART. 218. —La ley organizará el cuerpo de policía. 

La Policía Nacional es un cuerpo armado permanente de naturaleza civil, a cargo 

de la Nación, cuyo fin primordial es el mantenimiento de las condiciones 

necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas, y para asegurar 

que los habitantes de Colombia convivan en paz. 

La ley determinará su régimen de carrera, prestacional y disciplinario”1. 

ART. 221.—Modificado. A.L. 2/95, art. 1º. De los delitos cometidos por los 

miembros de la fuerza pública en servicio activo, y en relación con el mismo 

servicio, conocerán las cortes marciales o tribunales militares, con arreglo a las 

prescripciones del Código Penal Militar. Tales cortes o tribunales estarán 

integrados por miembros de la fuerza pública en servicio activo o en retiro. 

 

 

1 LEGIS 2010 
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Uno de los objetivos de la Policía Nacional debe ser su control interno porque es la 

misma entidad que debe dar ejemplo; por ello, deben garantizar la actividad 

eficiente en todos sus procedimientos, promoviendo y facilitando la correcta 

ejecución de las funciones y actividades definidas para el logro de la misión 

institucional. 

 

Es primordial que para la prevención que realiza, la institución, aborde los factores 

originadores del riesgo de la seguridad ciudadana, de acuerdo a los sucesos de 

modo y lugar que facilitan y propician el deterioro de la convivencia pacífica, 

solidaria y tranquila de los ciudadanos. 

Asimismo se describirán algunos de los artículos de la ley 599 de 2000 (código 

penal) y la ley 906 de 2004 (código de procedimiento penal) ya que son de vital 

importancia para el desarrollo de este proyecto, pues la Policía en virtud de que el 

Código Policivo es antiguo y de que la reforma hecha por el municipio de Pereira 

en su manual de convivencia ciudadana (Ordenanza 014 del 31 de julio de 2006) 

que fue revocada por el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE PEREIRA, se basa en 

estas leyes para realizar los procedimientos, cabe anotar aquí que a pesar de que 

el código es antiguo sigue vigente y debería respetarse ya que es parte esencial 

de la normativa nacional y hasta que no se de la sanción presidencial y la 

publicación de las modificaciones hechas en la ley 011 de 2008 es parte esencial 

de la normatividad. 

 

LEY 599 DE 2000 (CÓDIGO PENAL)2 

 

ART. 1º—El derecho penal tendrá como fundamento el respeto a la dignidad 

humana. 

 

2 CODIGO PENAL.LEY 599 2000. LEGIS 2010 
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Si se habla de la dignidad humana, se debería tener en cuenta que tanto con las 

personas de clase social alta como con aquellas que viven en los sitios 

marginados de nuestra sociedad, como lo es el caso de la zona escogida para 

este proyecto (barrio Cuba) que en su mayor parte es una zona de bajo nivel 

económico, y por tal razón donde se presenta mayor delincuencia común,  se 

debería tener un trato digno. 

“ART. 3º—Principios de las sanciones penales. La imposición de la pena o de la 

medida de seguridad responderá a los principios de necesidad, proporcionalidad y 

razonabilidad. 

El principio de necesidad se entenderá en el marco de la prevención y conforme a 

las instituciones que la desarrollan. 

ART. 4º—Funciones de la pena. La pena cumplirá las funciones de prevención 

general, retribución justa, prevención especial, reinserción social y protección al 

condenado. 

ART. 5º—Funciones de la medida de seguridad. En el momento de la ejecución de 

la medida de seguridad operan las funciones de protección, curación, tutela y 

rehabilitación”. 

La prevención especial y la reinserción social operan en el momento de la 

ejecución de la pena de prisión. 

Los artículos trascritos están correlacionados ya que las sanciones se dan como 

correctivos a un comportamiento inadecuado que altera el orden público, pero si 

se observa desde el punto de vista de las personas del barrio cuba, las cuales han 

sido afectadas por la delincuencia, algunos procedimientos no son lo 

verdaderamente ortodoxos para llegar a la prevención que es el objetivo principal 

de la policía; por el contario este tipo de sanciones ha incitado a que se cometan 

mas ilícitos. 

Constituye en otros términos, si hubiese una aplicación el código policivo este tipo 
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de sanciones seria un poco más claras e inequívocas   

ART. 9º—Conducta punible. Para que la conducta sea punible se requiere que 

sea típica, antijurídica y culpable. La causalidad por sí sola no basta para la 

imputación jurídica del resultado. 

Para que la conducta del inimputable sea punible se requiere que sea típica, 

antijurídica y que se constate la inexistencia de causales de ausencia de 

responsabilidad. 

Si se habla de que para que una conducta punible se desarrolle como tal se 

necesita que existan unos nexos causales, se comprobaría ver que con algunos 

operativos se estaría tratando de incriminar personas que a simple vista no han 

cometido ningún delito punible. 

ART. 19. —Delitos y contravenciones. Las conductas punibles se dividen en 

delitos y contravenciones. 

Desde el punto de vista de la ley, los delitos y las contravenciones tienen una 

diferencia notoria y, por lo tanto deberían ser tratados en un escenario diferente, 

pero para la policía las contravenciones como tales son delitos menores, y 

conllevan un desgaste de la fuerza publica, pero que como tales fueron tipificados 

y desarrollados en el Código de Policía,  que a pesar de ser antiguo, consagra 

unos procedimientos expeditos para el manejo de esos delitos menores, 

conductas que si no se tratan a tiempo pueden convertirse en transgresiones que 

producen un considerable daño social. 

ART. 39. —La multa. La pena de multa se sujetará a las siguientes reglas. 

1.  Clases de multa. La multa puede aparecer como acompañante de la pena de 

prisión y, en tal caso, cada tipo penal consagrará su monto, que nunca será 

superior a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Igualmente puede aparecer en la modalidad progresiva de unidad multa, caso en 
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el cual el respectivo tipo penal sólo hará mención a ella. 

2.  Unidad multa. La unidad multa será de: 

1)  Primer grado. Una unidad multa equivale a un (1) salario mínimo legal 

mensual. La multa oscilará entre una y diez (10) unidades multa. 

En el primer grado estarán ubicados quienes hayan percibido ingresos promedio, 

en el último año, hasta diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

2)  Segundo grado. Una unidad multa equivale a diez (10) salarios mínimos 

legales mensuales. La multa oscilará entre una y diez (10) unidades multa. 

En el segundo grado estarán ubicados quienes hayan percibido ingresos 

promedio, en el último año, superiores a diez (10) salarios mínimos legales 

mensuales vigentes y hasta cincuenta (50). 

3)  Tercer grado. Una unidad multa equivale a cien (100) salarios mínimos legales 

mensuales. La multa oscilará entre una y diez (10) unidades multa. 

En el tercer grado estarán ubicados quienes hayan percibido ingresos promedio, 

en el último año, superiores a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales 

vigentes. 

3.  Determinación. La cuantía de la multa será fijada en forma motivada por el 

juez teniendo en cuenta el daño causado con la infracción, la intensidad de la 

culpabilidad, el valor del objeto del delito o el beneficio reportado por el mismo, la 

situación económica del condenado deducida de su patrimonio, ingresos, 

obligaciones y cargas familiares, y las demás circunstancias que indiquen su 

posibilidad de pagar. 

4.  Acumulación. En caso de concurso de conductas punibles o acumulación de 

penas, las multas correspondientes a cada una de las infracciones se sumarán, 

pero el total no podrá exceder del máximo fijado en este artículo para cada clase 

de multa. 
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5.  Pago. La unidad multa deberá pagarse de manera íntegra e inmediata una vez 

que la respectiva sentencia haya quedado en firme, a menos que se acuda a 

alguno de los mecanismos sustitutivos que a continuación se contemplan. 

6.  Amortización a plazos. Al imponer la multa, o posteriormente, podrá el juez, 

previa demostración por parte del penado de su incapacidad material para 

sufragar la pena en un único e inmediato acto, señalar plazos para el pago, o 

autorizarlo por cuotas dentro de un término no superior a dos (2) años. La multa 

podrá fraccionarse en cuotas cuyo número no podrá exceder de veinticuatro (24), 

con períodos de pago no inferiores a un mes. 

7.  Amortización mediante trabajo. Acreditada la imposibilidad de pago podrá 

también el juez autorizar, previa conformidad del penado, la amortización total o 

parcial de la multa mediante trabajos no remunerados en asunto de inequívoca 

naturaleza e interés estatal o social. 

Una unidad multa equivale a quince (15) días de trabajo. 

Los trabajos le obligan a prestar su contribución no remunerada en determinadas 

actividades de utilidad pública o social. 

Estos trabajos no podrán imponerse sin el consentimiento del penado y su 

ejecución se ceñirá a las siguientes condiciones: 

1)  Su duración diaria no podrá exceder de ocho (8) horas. 

2)  Se preservará en su ejecución la dignidad del penado. 

3)  Se podrán prestar a la administración, a entidades públicas, o asociaciones de 

interés social. Para facilitar su prestación la administración podrá establecer 

convenios con entidades que desarrollen objetivos de claro interés social o 

comunitario. Se preferirá el trabajo a realizar en establecimientos penitenciarios. 

4)  Su ejecución se desarrollará bajo el control del juez o tribunal sentenciador, o 

del juez de ejecución de penas en su caso, despachos que para el efecto podrán 
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requerir informes sobre el desempeño del trabajo a la administración o a la entidad 

o asociación en que se presten los servicios. 

5)  Gozará de la protección dispensada a los sentenciados por la legislación 

penitenciaria en materia de seguridad social. 

6)  Su prestación no se podrá supeditar al logro de intereses económicos. 

Las disposiciones de la ley penitenciaria se aplicarán supletoriamente en lo no 

previsto en este código. 

En los eventos donde se admita la amortización de la multa por los sistemas de 

plazos o trabajo, el condenado suscribirá acta de compromiso donde se detallen 

las condiciones impuestas por el juez. 

Este artículo es trascendente, pues es el que se debería concordar con el código 

de policía ya que da actualización inmediata a las multas que se estipula en él. Y 

si se  analizan sería verdaderamente la parte más antigua del código de policía.  

LEY 906 DE 2004 (CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL)3 

“ART. 6º—Legalidad. Nadie podrá ser investigado ni juzgado sino conforme a la 

ley procesal vigente al momento de los hechos, con observancia de las formas 

propias de cada juicio. 

La ley procesal de efectos sustanciales permisiva o favorable, aun cuando sea 

posterior a la actuación, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

Las disposiciones de este código se aplicarán única y exclusivamente para la 

investigación y el juzgamiento de los delitos cometidos con posterioridad a su 

vigencia. 

En los operativos que realiza la policía, en muchas ocasiones sí se capturan 

personas que deben ser juzgadas, pero ¿qué pasa con aquellas que siendo 

 

3 CODIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL.LEY 906 2004. LEGIS. 2010 
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inocentes resultan ultrajadas y maltratadas por estos operativos? 

 

DECRETO 1355 DE 1970 

Este decreto denominado Código de Policía nos lleva a globalizar su contenido ya 

que en su parte fundamental nos da la pauta para la cual la institución fue creada, 

y en su parte suplementaria muestra el ejemplo que se debe seguir para el 

desarrollo correcto de los operativos”   

 

JURISPRUDENCIA 

 

La Corte Suprema de justicia, en sentencia de septiembre 4 de 1987, frente a los 

actos policivos, dijo: “.... al poder de policía le corresponda conservar y restaurar  

el orden público aparente, lo cual realiza con la aplicación de medidas 

eminentemente transitorias y revisables que no van dirigidas a solucionar las 

causas de fondo de los conflictos sociales sino a resolver sus aspectos 

epidérmicos”. 

 

Los actos policivos opuestos a los jurisdiccionales, no pretenden definir el 

derecho, sino restablecer el “statu quo” mientras la autoridad jurisdiccional toma la 

decisión pertinente; es decir, no tiene por qué entrar en demasiadas 

consideraciones sobre el fondo legal de una situación dada; es la justicia ordinaria 

la que debe buscar ante todo la verdad de la situación y pronunciarse 

definitivamente sobre ésta, con fuerza de cosa juzgada. 

 

Los fundamentos de la sentencia y orden de policía; para resolver sobre las 

perturbaciones a la posesión, a la mera tenencia o al ejercicio de una servidumbre, 

los funcionarios de la policía tendrán en cuenta: 

 

-Las declaraciones testimoniales. 

-El dictamen de los peritos. 
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-Los hechos que se perciben directamente. 

 

La Corte Constitucional, en sentencia T – 048 de febrero 14 de 1995, M.P; Antonio 

Barrera Carbonel frente  a esta clase de proceso dijo: “En este orden de ideas, el 

Amparo policivo cobija sin distinción todas las especies de servidumbres 

(continuas, descontinúas, aparentes, inaparentes), sin excluir aquellas que 

solamente puedan adquirirse por medio de un titulo – discontinuas y continuas 

inaparentes porque la necesidad o exigencia de la protección no la constituye el 

virtual derecho real existente sobre el inmueble, sino su ejercicio como simple 

expresión material de manifestación o efecto externo; por lo tanto, en caso de 

usurpación, negación o perturbación en el goce de una servidumbre es procedente 

el amparo policivo con la finalidad de reestablecer la situación o las cosas al 

estado en que se hallaban antes del despeje o perturbación  por la actividad de un 

tercero. 

 

El fallador de instancia debe tener presente el principio de la inmediación, en virtud 

del cual debe existir una comunicación directa entre las partes y el operador del 

derecho (inspector de policía) concretamente en la producción de la prueba, pues 

por medio de esa percepción inmediata puede formarse un mejor concepto sobre 

el valor y eficacia de la prueba en orden a demostrar determinado hecho. 

 

4.4. MARCO GEOGRÁFICO. 

Figura 1 mapa de Pereira ciudad seleccionada para la toma de la muestra. 
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4.5. MARCO  POBLACIONAL. 

  

Su población actual es de 428.397 habitantes, de los cuales 83.73 (358.681) se 

encuentran localizada en su zona urbana, contando con un 16.27% (69.716) en su 

zona rural, comprendiendo el 49.83% de la población total del departamento. 

Clasificados por genero de los cuales 204.977 son hombres y 223.420 mujeres. 
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5. CÓDIGO DE POLICÍA DECRETO LEY  1355 DE 1970 
(Agosto 4) 

Diario Oficial No 33.139, del 4 de septiembre de 19704 

 

 

Titular Preliminar 

 

ARTICULO 1o. La policía está instituida para proteger a los habitantes del territorio 

colombiano en su libertad y en los derechos que de ésta se derivan, por los 

medios y con los límites estatuidos en la Constitución Nacional, en la ley, en las 

Convenciones y Tratados Internacionales, en el Reglamento de Policía y en los 

principios universales del derecho5. 

 

ARTICULO 2o. A la policía compete la conservación del orden público interno. El 

orden público que protege la policía resulta de la prevención y la eliminación de las 

perturbaciones de la seguridad, de la tranquilidad, de la salubridad y la moralidad 

públicas. 

 

 

4 NOTAS DE VIGENCIA: 

5. Modificado por la Ley 746 de 2002, "Por la cual se regula la tenencia y registro de perros potencialmente 

peligrosos", publicado por en el Diario Oficial 44.872, de 19 de julio de 2002. 

4. Modificado por la Ley 232 de 1995, "Por medio de la cual se dictan, normas para el funcionamiento de los 

establecimientos comerciales", publicada en el Diario Oficial No. 42.162 de 26 de diciembre de 1995. 

3. Modificado por el Decreto 2737 de 1989, "Por el cual se expide el Código del Menor", publicado en el 

Diario Oficial No. 39.080 de 27 de noviembre de 1989. 

2. Modificado por el Decreto 522 de 1971, "Por el cual se restablece la vigencia de algunos artículos del 

Código Penal, se definen como delitos determinados hechos considerados hoy como contravenciones, se 

incorporan al Decreto-ley 1355 de 4 de agosto de 1970 determinadas contravenciones y se determina su 

competencia y procedimiento, se modifican y derogan algunas de las disposiciones de dicho Decreto, se 

deroga el Decreto-ley 1118 de 15 de julio de 1970 y se dictan otras disposiciones", publicado en el Diario 

Oficial No. 33.300 de 29 de abril de 1971. 

1. Modificado por el Decreto 2055 de 1970, "por el cual se adiciona y se modifican algunas disposiciones del 

Decreto-ley 1355 de 1970" 

 

5 CÓDIGO DE POLICÍA DECRETO LEY  1355 DE 1970 (Agosto 4 ) Diario Oficial No 33.139, del 4 de 

septiembre de 19705 
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A la policía no le corresponde remover la causa de la perturbación. 

ARTICULO 3o. La libertad se define y garantiza en la Constitución en las 

Convenciones y Tratados Internacionales y la regulación de su ejercicio 

corresponde a la ley a los reglamentos. 

 

ARTICULO 4o. En ningún caso la policía podrá emplear medios incompatibles con 

los principios humanitarios. 

 

ARTICULO 5o. Las normas y los servicios de policía son medios para prevenir la 

infracción penal. 

 

En ejercicio de la función punitiva del Estado, la policía es auxiliar técnico. 

ARTICULO 6o. Ninguna actividad de policía 

 

Capitulo V. 

Del servicio de Policía 

 

ARTICULO 34. La protección del orden público interno corresponde a cuerpos de 

policía organizados con sujeción a la ley y formados por funcionarios de carrera, 

instruidos en escuelas especializadas y sujetos a reglas propias de disciplina. 

Los cuerpos de policía son civiles por la naturaleza de sus funciones. 

 

ARTICULO 35. El servicio público de policía es de cargo de la Nación. El 

cumplimiento de reglamentos especiales de policía tales como los de bosques, 

caza, pesca, salubridad e higiene puede vigilarse por funcionarios distintos de los 

que forman los cuerpos de policía. 

 

ARTICULO 36. El servicio de extinción de incendios podrá prestarse por 

organizaciones privadas o de cargo del tesoro local. 
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ARTICULO 37. A los cuerpos de policía compete la vigilancia y las diligencias de 

indagación preliminar que le estén confiadas por el código de procedimiento penal. 

 

ARTICULO 38. Los oficiales, suboficiales y agentes después de egresados de la 

respectiva escuela, deberán prestar un año de servicios guiados por funcionarios 

de experiencia. 

 

ARTICULO 39. Los Gobernadores, como agentes del Gobierno Nacional, dirigirán 

y coordinarán en el Departamento el servicio nacional de policía y lo relativo a la 

policía local. 

Los Alcaldes, como agentes del Gobernador, son jefes de policía en el Municipio. 

 

ARTICULO 40. El Comandante de un Departamento de Policía podrá introducir 

modificaciones administrativas y funcionales en su Comando según las 

necesidades del mismo y previa consulta con el Director General de la Policía 

Nacional. 

 

ARTICULO 41. En la provisión de un cargo dentro de la policía se tendrá en 

cuanta, ante todo, la preparación académica y las capacidades del oficial, 

suboficial o agente para cumplir con eficiencia. 

 

ARTICULO 42. La carrera estrictamente policial se hará efectiva, en cuanto las 

circunstancias lo permitan, mediante el señalamiento de escalafones según las 

varias especializaciones del servicio. 

 

ARTICULO 43. Dentro de tal especialización se organizará el servicio de vigilancia 

rural con los medios de movilización más adecuados. 

 

ARTICULO 44. El personal de la Policía Nacional está formado por oficiales 

suboficiales y agentes, de una parte, y de otra, por los funcionarios que prestan 
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servicio de carácter administrativo y los cuales no hacen parte de la jerarquía 

policial. 

ARTICULO 45. Los miembros de los cuerpos de policía no pueden intervenir de 

ninguna manera en actividades políticas, ni ejercen la función del sufragio. 

Los cuerpos de policía no son deliberantes. 

 

ARTICULO 46. Compete a los Comandos de la Policía recibir denuncia sobre la 

comisión de hecho que pueda configurar delito o contravención. Recibida la 

denuncia, después del registro estadístico, se notificará a la autoridad competente 

para hacer la indagación y se le enviará el documento en el que conste la 

denuncia. 

 

ARTICULO 476. Por regla general toda orden superior debe ser cumplida por los 

subalternos. 

 

No obstante, podrán los últimos poner de presente, en forma comedida y discreta, 

la conveniencia de su cumplimiento. 

 

Pero si hubiere insistencia, la orden debe cumplirse sin dilación alguna. 

 

Es en el campo policivo donde se preserva y aplica este principio, el inspector de 

policía no es un convidado de piedra, estando obligado a constatar la situación 

fáctica, resolviendo el conflicto con criterio de justicia social y equidad. 

 

 

 

 

6 La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre el último inciso de este artículo por ineptitud 

de la demanda, mediante Sentencia C-048-06 de 1 de febrero de 2006, Magistrado Ponente Dr. Marco 

Gerardo Monroy cabra. 
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De las contravenciones 

Capitulo I. 

De las contravenciones que dan lugar a amonestación en privado 

 

ARTICULO 201. Compete a los comandantes de estación y de subestación 

amonestar en privado: 

1. Al que en vía pública riña o amenace a otros; 

2. Al que deje vagar ganados por calles, plazas, parques, zonas de los 

ferrocarriles y otros lugares semejantes. 

 

Capitulo II. 

De las contravenciones que dan lugar a represión en Audiencia pública 

 

ARTICULO 202. Compete a los comandantes de estación y de subestación 

reprender en audiencia pública: 

1. Al que perturbe la tranquilidad en recinto de oficina pública, o durante 

espectáculos o reuniones públicas. 

2. Al tenedor de animal feroz o dañino que lo deje suelto en lugar público, o lo 

mantenga en lugar privado sin las precauciones necesarias para que no cause 

daño. 

3. Al que de noche permita fiesta o reunión ruidosa que moleste a los vecinos, o 

de cualquier modo perturbe la tranquilidad del lugar con gritos, cantos u otros 

actos semejantes o con aparatos emisores de voces o de notas musicales. 

4. Al que use motor sin filtro silenciador o instalación eléctrica que interfiera 

Las recepciones de radio o televisión de los vecinos. 

5. A los padres que permitan a sus hijos intranquilizar al vecindario con sus juegos 

o travesuras7. 

 

7 Corte Constitucional Numeral 5. declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia 

C-490-02 de 26 de junio de 2002, Magistrado Ponente Dr. Alfredo Beltrán Sierra, "bajo el entendido de que 

previa la imposición de la medida correctiva, se garantice el cumplimiento del debido proceso". 
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Capitulo III. 

De las contravenciones que dan lugar a exigir promesa de buena conducta 

 

ARTICULO 203. Compete a los comandantes de estación y de subestación exigir 

promesa de buena conducta: 

1. Al que haya sido amonestado en privado o reprendido en audiencia pública. 

 

Capitulo IV. 

De las contravenciones que dan lugar a exigir promesa de residir en otra 

zona o barrio 

 

ARTICULO 204. Compete a los Comandantes de Estación y de subestación exigir 

promesa de residir en otra zona o barrio: 

1. Al que en cantina, bares y otros sitios de diversión o de negocio situados en el 

barrio donde tenga su residencia, fomente o protagonice escándalos, riñas o 

peleas hasta el punto de ser tenido en esos sitios como personas indeseables. 

2. Al que por su conducta depravada perturbe la tranquilidad de los vecinos de la 

zona o barrio. 

 

Capitulo VI. 

De las contravenciones que permiten imponer la presentación periódica ante 

el comando 

 

ARTICULO 206. Compete a los Comandantes de estación y de subestación 

imponer la presentación periódica ante el comando de policía: 

1. Al que reincida en riña o pelea; 

2. Al que sea amonestado en privado o reprendido en audiencia pública, cuando 

se considere conveniente; 
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Capitulo VII. 

De las contravenciones que dan motivo a retención transitoria 

 

ARTICULO 207. Compete a los comandantes de estación y de subestación aplicar 

la medida correctiva de retenimiento en el comando: 

 

Texto original del Decreto 1355 de 1970: 

1. Al que irrespete, amenace o provoque a los funcionarios uniformados de la 

policía en el desempeño de sus tareas. 

2. Al que deambule en estado de embriaguez y no consienta en ser acompañado 

a su domicilio8. 

3. Al que por estado de grave excitación pueda cometer inminente infracción de la 

ley penal. 

 

Capitulo VIII. 

De las contravenciones que dan lugar al cierre temporal de establecimiento 

 

ARTICULO 208. Compete a los comandantes de estación y de subestación 

imponer el cierre temporal de establecimiento abiertos al público9: 

1. Cuando se quebrante el cumplimiento de honorario de servicio señalado en los 

reglamentos de policía nacional o de policía local; 

Texto original del Decreto 1355 de 1970: 

2. Cuando el establecimiento funcione sin permiso de la autoridad o en estado 

notorio desaseo o cuando la licencia concedida haya caducado; 

 

8 Numeral 1o. declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-199-98 de 13 de 

mayo de 1998. 
9 - Mediante Sentencia C-518-02 de 10 de julio de 2002, Magistrado Ponente Dr. Eduardo Montealegre 

Lynett, la Corte Constitucional declaró estese a lo resuelto en la Sentencia C-492-02. 

- Encabezado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-492-02 de 26 de 

junio de 2002, Magistrado Ponente Dr. Jaime Córdoba Triviño. 
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3. Cuando se ejerzan actividades no incluidas en el permiso; 

4. Cuando el dueño o el administrador del establecimiento tolere riñas o 

escándalos. 

 

Capitulo IX. 

De las contravenciones que motivan la expulsión de sitio publico o abierto al 

publico 

 

ARTICULO 209. La expulsión de sitio público o abierto al público será impuesta 

por el oficial, suboficial o agente de policía que se halle en el lugar: 

1. Al que contraríe la prohibición de fumar; 

2. Al que de alguna manera impida o dificulte a otro presenciar tranquilamente el 

desarrollo de un espectáculo; 

3. Al que en establecimiento abierto al público riña o en cualquier otra forma 

perturbe la tranquilidad; 

4. Al que no guarde la debida compostura en ceremonia religiosa o cultural; 

5. Al que yendo en vehículo de servicio público ofenda con su conducta a los 

demás ocupantes; 

6. Al que altere o pretenda alterar el turno de fila hecha para entrar a un 

espectáculo o para realizar diligencia en oficina pública; 

7. Al que haya entrado en sitio público o abierto al público contrariando las 

instrucciones u órdenes de las autoridades, de los empresarios o de sus 

empleados. 

 

Capitulo X. 

De las contravenciones que dan lugar a imponer medidas correctivas de 

multa 

ARTICULO 210. Compete a los Alcaldes o a quienes hagan sus veces, imponer 

multa: 
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1. Al que no ice la bandera nacional en lugar visible al público en los días 

indicados por el reglamento o resolución de autoridad; 

2. Al que vuelque en vía pública caneca o recipiente con basura o las arroje en 

lugar público; 

3. Al que altere las placas de nomenclatura urbana; 

 

ARTICULO 211. Compete a los Alcaldes o a quienes hagan sus veces, imponer 

multa: 

1. Al que utilice título oficial que no tenga o use públicamente insignia, distintivo o 

uniforme de autoridad que no le corresponda; 

2. Al administrador de edificio que no coloque en lugar visible de los ascensores 

aviso con indicación de su capacidad máxima; 

3. Al ascensorista que transporte un número mayor de personas o un peso 

superior al aforado para el ascensor; 

4. Al que dé falso aviso a la policía o al cuerpo de bomberos sobre inundación, 

incendio u otra calamidad. 

5. Al que dañe los árboles plantados en parques avenidas o cualquier otro bien de 

ornato público o de comodidad, si el hecho no constituye infracción penal; 

6. Al que por más de dos veces incurra en contravención de que conozcan los 

comandantes de policía. 

ARTICULO 212. Compete a los Alcaldes o a quienes hagan sus veces, 

Imponer multa: 

1. Al dueño o administrador de edificio con ascensor que durante las horas hábiles 

de trabajo no mantengan abiertas las puertas que conducen a las escaleras; 

2. Al que dañe cualquier vía de conducción de aguas, o elementos destinados a 

comunicaciones telegráficas, telefónicas, radiales o televisivas, o implementos que 

sirvan par ala conducción de energía eléctrica o fuerza motriz, si el hecho no 

constituye infracción penal; 

3. Al que sin motivo justificado dispare armas de fuego, si tal hecho no constituye 

infracción penal; 
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4. Al empresario de espectáculos que diere a la venta un número mayor de billetes 

al autorizado, o no cumpla con la función anunciada, o retarde su presentación sin 

justa causa, o cobre precios superiores a los fijados legalmente. 

 

Capitulo XI. 

De las contravenciones que permiten el decomiso 

 

ARTICULO 213. Compete a los Alcaldes o a quien haga sus veces, imponer 

decomiso: 

1. De elementos tales como puñales, cachiporras, manoplas, cauchera, ganzúas y 

otros similares. 

2. De tiquetes o boletas para espectáculos cuando se pretenda venderlos por 

precio superior al autorizado. 

3. De bebidas, comestibles y víveres en mal estado de conservación, sin perjuicios 

de la acción penal a que haya lugar. 

 

Capitulo XII. 

De las contravenciones que dan lugar a suspensión de permiso o licencia 

 

ARTICULO 214. Compete a los Alcaldes o a quienes hagan sus veces, retirar o 

suspender licencias o permisos: 

1. Al que reincida en los hechos que hayan dado motivo al cierre temporal de su 

establecimiento. 

2. Al que, habiendo obtenido permiso de la autoridad para ejercer oficio o tarea 

determinados, viole las condiciones de la licencia10. 

 

 

10 - Mediante Sentencia C-898-01 de 22 de agosto de 2001, Magistrado Ponente Dr. Manuel JoséCepeda 

Espinosa, la Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este numeral, por ineptitud de la 

demanda. 
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3. Numeral adicionado por el artículo 125 del Decreto 522 de 1971. El nuevo texto 

es el siguiente: Al que suministre, auspicie o tolere en su establecimiento el uso o 

consumo de marihuana, cocaína, morfina o cualquiera otra droga o sustancia 

estupefaciente o alucinógena, sin perjuicio de la sanción penal a que hubiere 

lugar. 

 

Capitulo XIII. 

De las contravenciones que dan lugar a suspensión, a demolición o a 

construcción de obra 

 

ARTICULO 215. Los Alcaldes o quienes hagan sus veces impondrán suspensión 

de obra: Al que necesitando de permiso para acometer la ejecución de obra, la 

inicie sin tal permiso o la haya adelantado con violación o desconocimiento de las 

condiciones fijadas en el permiso. 

ARTICULO 216. Los Alcaldes o quienes hagan sus veces impondrán demolición 

de obra: 

1. Al dueño de edificación de edificación o construcción que amenace ruina, 

siempre que esté de por medio la seguridad y la tranquilidad públicas. 

2. A los dueños de inmuebles que no hayan instalado canales, tubos o cañerías 

para la conducción de aguas, o los tengan en mal estado. 

 

Título cuarto. 

Capítulo primero. 

De las contravenciones especiales. 

 

ARTÍCULO 12. Además de las contravenciones de Policía, definidas en los títulos 

anteriores de este Libro III, existen contravenciones especiales de Policía. Los 

hechos que las constituyen, su descripción legal, sanción, competencia y 

procedimiento para su investigación y juzgamiento se establecen en los siguientes 

capítulos: 
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Capítulo segundo. 

De las contravenciones especiales que afectan la seguridad y la tranquilidad 

públicas. 

 

ARTÍCULO 13.- El que use indebidamente la bandera o el escudo de Colombia o 

cualquiera otro emblema patrio, incurrirá en multa. 

 

ARTÍCULO 14. Los que reunidos tumultuariamente perturben el pacífico desarrollo 

de las actividades sociales, incurrirán en arresto de uno a treinta días. 

 

ARTÍCULO 15. Los que organicen reunión pública efectuada sin el cumplimiento 

de los requisitos legales, incurrirán en multa de cincuenta a mil pesos. 

 

ARTÍCULO 16. El que obstaculice el tránsito de persona o vehículo en vía pública, 

incurrirá en multa de cincuenta a quinientos pesos. 

 

Si el obstáculo se causa con ocasión de huelga, reunión pública u otra 

circunstancia análoga, la sanción será de uno a treinta días de arresto. 

ARTÍCULO 17. El que en lugar público o abierto al público escriba o coloque 

leyenda o dibujo ultrajante o incite a quebrantar la ley o desobedecer a la 

autoridad, incurrirá en arresto de uno a treinta días. 

 

ARTÍCULO 18. El que desobedezca orden legítima de autoridad u omita sin justa 

causa prestarle el auxilio que aquella solicite, incurrirá en arresto de uno a treinta 

días. 

 

Quien omita sin justa causa prestar ayuda a persona que pida auxilio, incurrirá en 

multa  
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ARTÍCULO 19. El que omita colocar los aparatos, señales o avisos destinados a 

prevenir accidentes en el trabajo o en las vías de comunicación, o los altere o 

dañe, se le impondrá arresto de uno a treinta días. 

 

ARTÍCULO 20. El que prenda fuego a cosa propia, con riesgo para persona o 

propiedad ajena, incurrirá en multa. 

 

ARTÍCULO 21. El que sin permiso de autoridad competente adquiera o porte un 

arma de fuego, incurrirá en multa de cincuenta a dos mil pesos, y en el decomiso 

del arma. 

 

Si el arma fuere, según reglamento del Gobierno, de uso privativo de las Fuerzas 

Militares o de Policía, la sanción será de arresto de uno a treinta días y decomiso 

del arma. 

 

ARTÍCULO 22. El que sin permiso de autoridad, fabrique, venda o suministre 

fuegos artificiales incurrirá en multa y en el decomiso del producto. 

 

Capítulo tercero. 

De las contravenciones especiales que afectan el orden social. 

 

ARTÍCULO 23. El que teniendo medios de subsistencia ejerza la mendicidad, 

incurrirá en relegación a colonia agrícola de seis meses a un año. 

 

ARTÍCULO 24. El que ejerza la mendicidad fingiendo enfermedad o defecto físico, 

incurrirá en relegación a colonia agrícola de uno a dos años. 

 

ARTÍCULO 25. El que ejerza la mendicidad explotando enfermedad cierta o lacra 

o defecto físico verdaderos que no lo inhabiliten para trabajar, incurrirá en 
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relegación a colonia agrícola de seis meses a un año, sin perjuicio del tratamiento 

médico a que haya lugar. 

 

ARTÍCULO 26. El Que ejerza la mendicidad, valiéndose de menores de edad, o de 

enfermos o de lisiados, o los facilite a otro con tal fin, incurrirá en relegación a 

colonia agrícola de seis meses a tres años. 

 

ARTÍCULO 27. El que explote el negocio de juegos prohibidos, incurrirá en multa 

de un mil a cinco mil pesos y en clausura definitiva del establecimiento, si lo 

tuviere. 

 

ARTICULO 28. Al empresario de establecimiento abierto al público en donde se 

suministren bebidas alcohólicas a menores de diez y ocho años, se le impondrá 

clausura del establecimiento hasta por dos meses. En caso de reincidencia, la 

clausura será definitiva. 

 

ARTÍCULO 29. El médico, practicante o enfermero de hospital, casa de salud, 

clínica u otro establecimiento similar público o privado, que omita dar aviso a la 

autoridad competente de la entrada de persona presumiblemente víctima de lesión 

inferida por otra, incurrirá en multa de cincuenta a mil pesos. 

 

En la misma sanción incurrirá el que omita informar sobre los decesos que ocurran 

en tales establecimientos cuando se deban a causa violenta. 

 

ARTÍCULO 30. El que ejerza ilegalmente profesión u oficio, incurrirá en arresto de 

uno a doce meses. 
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Capítulo undécimo. 

De la competencia. 

 

ARTÍCULO 70. Corresponde a los Alcaldes y a los Inspectores de Policía que 

hagan sus veces, conocer en primera instancia de las contravenciones especiales 

de Policía de que trata este título cuarto. 

 

De la segunda instancia conocerán los Gobernadores de Departamento. 

 

Capítulo duodécimo. 

Del procedimiento. 

 

ARTÍCULO 71. El siguiente es el procedimiento para la investigación y fallo de 

estas contravenciones especiales de Policía. 

 

DENUNCIA: El que de cualquiera manera tenga conocimiento de que se ha 

cometido una contravención, denunciará el hecho a la Policía Judicial o al 

funcionario competente. 

 

ARTÍCULO 72. AVISO AL FUNCIONARIO DEL CONOCIMIENTO. Dentro de las 

doce horas siguientes a la del recibo de la denuncia, o a la del conocimiento del 

hecho, la Policía Judicial dará actuación (sic) al funcionario en el estado en que se 

encuentre. 

 

ARTÍCULO 73. CARACTERÍSTICAS DEL PROCESO. El proceso es verbal y la 

audiencia pública. La primera instancia se desenvuelve en una tramitación 

continua en la que se refunden el sumario y la causa, sin perjuicio de las 

diligencias de indagación preliminar. 
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ARTÍCULO 74. INDAGACIÓN PRELIMINAR. Recibida la denuncia o conocido de 

otro modo el hecho contravencional, la Policía Judicial dispone de un término de 

cinco días para adelantar diligencias de indagación, vencido el cual, remitirá la 

actuación al funcionario en el estado en que se encuentren. 

 

El funcionario que ha de conocer de los hechos, podrá en cualquier momento 

intervenir directamente o por medio de instrucciones escritas en las diligencias de 

indagación preliminar o realizarlas él mismo. 

 

ARTÍCULO 75. CONOCIMIENTO DE LA DENUNCIA. Llegada la actuación de la 

Policía, el funcionario, o practicada por él mismo, la indagación preliminar, dictará 

auto cabeza de proceso o se abstendrá de hacerlo, de acuerdo con las normas y 

presupuestos que, al efecto, consagran las normas ordinarias de procedimiento 

penal en tratándose de delitos. 

 

ARTÍCULO 76. CITACIÓN PARA AUDIENCIA O ARCHIVO DEL PROCESO. 

Notificado el auto anterior el funcionario citará, dentro de los diez días siguientes 

para audiencia, si encuentra plenamente demostrado el hecho que constituye la 

contravención y existe por lo menos una declaración de testigo que merezca 

credibilidad o indicio grave que permitan hacer la acriminación. 

En caso contrario, continuará instruyendo el proceso hasta por diez días, más, al 

vencimiento de los cuales, o antes si fuere pertinente, citará para audiencia. 

 

Si no hubiere mérito para ello archivará las diligencias, sin perjuicio de reiniciar la 

instrucción de oficio   
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6. COMENTARIOS Y CRÍTICAS A NUEVAS DISPOSICIONES EN MEDIDAS 

POLICIVAS ACTUALES 

 

El nuevo Código de Convivencia y de Policía dispone que los jóvenes entre 15 y 

17 años no podrían ir al cine de 9:00 de la noche porque a su salida, después de 

las 10:00, estarían violando una de las normas estipuladas dentro de la iniciativa, 

la cual prohíbe a todos los menores de edad salir de sus casas después de esa 

hora, so pena de que sus padres sean multados hasta con $10 millones. Además, 

las fiestas que normalmente se realizan en los salones comunales de los 

conjuntos residenciales, así sean cumpleaños o primeras comuniones, quedarían 

prohibidas y la Policía está autorizada para intervenirlas 

 

El representante Roy Barreras cree que si bien las motivaciones del nuevo 

estatuto de Policía  son buenas y tiene artículos que buscan mejorar la 

convivencia, en otros puntos estipula medidas “demasiado restrictivas”. “Colombia 

es una democracia liberal y no podemos llegar al extremo de crear un Estado 

policial”, señaló.  

La Federación Nacional de Comerciantes (FENALCO) tiene encendidas las 

alarmas, ya que la ley contempla el cierre de todos los establecimientos 

comerciales que expendan licor y estén ubicados a menos de 200 metros a la 

redonda de cualquier centro educativo.  

 

Otro de los artículos polémicos tiene que ver con la llamada “retención transitoria”, 

la cual consiste en detener a una persona, hasta por 12 horas, en lugares 

adecuados para ese fin. La competencia la tendría el comandante de estación o 

subestación de Policía y la medida aplicaría para casos como peleas en sitios 

públicos o privados; por deambular o encontrarse en estado de embriaguez o bajo 

el efecto de sustancias psicoactivas; por encontrarse “en estado de grave 

excitación”, a tal punto que lo pueda llevar a causar daño a sí mismo o a otros. 
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El representante David Luna, coordinador de ponentes del proyecto, aclaró que en 

lo de la “retención transitoria o preventiva” se acogieron sentencias de la Corte 

Constitucional, al tiempo que reconoció que varios puntos de la norma son 

polémicos y todavía deben tratarse de concertar. En lo del toque de queda para 

los menores de edad, por ejemplo, explicó que hoy en día los alcaldes tienen la 

facultad de establecerla y lo que se hizo fue reafirmarles esa facultad. 

 

El abogado litigante Fernando Fuentes cree que el proyecto “niega muchas 

libertades públicas otorgadas por la Constitución”, al tiempo que “sustrae 

funciones de policía en cabeza de inspectores de policía y las deja en cabeza de 

los comandantes de estación”. Y Francisco Henao, juez departamental de Policía 

en Antioquia, considera que la convivencia y cultura son distintas en cada región, 

por lo que deberían ser las Asambleas Departamentales las que debieran expedir 

códigos en sus respectivas jurisdicciones. “El Código Nacional debería contener 

normas generales, dejando la facultad a las asambleas y concejos municipales de 

reglamentar sus propias normas de convivencia”. 
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7. APLICACIÓN DEL CÓDIGO DE POLICÍA EN EL ESTADO SOCIAL DE 

DERECHO 

 

En cuanto a la aplicación del Código de Policía frente al Estado de derecho en 

Colombia, la Corte Constitucional en múltiples fallos se ha referido a las diferentes 

facultades de policía que el Estado ejerce en el cumplimiento de la función de 

proteger el orden público. Desde la Sentencia C-024 de 1994 se ha reconocido la 

diferencia que existe entre el poder de policía, la función de policía y la actividad 

de policía. Sobre este particular señaló:  

 

"Varios aspectos de la demanda están relacionados con la determinación de las 

autoridades que pueden limitar en abstracto y en concreto ciertos derechos. Por 

eso la Corte Constitucional entra a determinar la distribución general de las 

competencias, en materia de poder, función y actividad de policía, entre las 

autoridades legislativas y ejecutivas, y entre las autoridades nacionales y las 

entidades territoriales.  

 

Heredera de la filosofía liberal, la Constitución de 1991 establece que la regulación 

de los derechos y las libertades está en cabeza del Congreso mientras que el 

mantenimiento del orden público es responsabilidad y está bajo la unidad de 

mando del Presidente de la República. Esto significa que en general en tiempos 

de normalidad constitucional sólo el Congreso de la República puede establecer 

límites y regulaciones a las libertades y derechos. La regla ordinaria es entonces 

que sólo el Congreso ejerce el poder de policía pues únicamente este órgano 

estatal puede, dentro del marco de los principios y valores consagrados por la 

Constitución, regular y limitar los derechos y libertades. Ello no es sorprendente 

como quiera que el órgano legislativo ha sido tradicionalmente concebido como el 
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foro en el que tiene representación la sociedad civil, lo que le confiere mayor 

legitimidad a sus decisiones”11.   

 

Esta afirmación, tiene sin embargo dos matices:  

 

Primero, la Constitución no establece una reserva legislativa frente a todos los 

derechos constitucionales ni frente a todos los aspectos relacionados con la 

regulación de los derechos. Esto significa que existen ámbitos de los derechos 

constitucionales en los cuáles algunas autoridades administrativas pueden ejercer 

un poder de policía subsidiario. Así, según la constitución, a las asambleas 

departamentales mediante ordenanzas les corresponde "dictar normas de policía 

en todo aquello que no sea materia de disposición legal" -art. 300.8-, con lo cual 

se les confirió poder de policía subsidiario. A los concejos municipales también se 

les confirió un cierto poder de policía para materias específicas, como la 

regulación del uso del suelo (CP art. 313 Ord 8º) y el control, la preservación y 

defensa del patrimonio ecológico y cultural del municipio (CP art. 313 Ord 9º). 

Igualmente, en ejercicio de la potestad reglamentaria, el Presidente de la 

República puede por decreto desarrollar la ley, sin excederla ni desconocerla, de 

conformidad con el artículo 189 numeral 11 de la Constitución.   

 

En consecuencia sólo la ley, y en subsidio el reglamento -entendido como acto 

administrativo de contenido general-, ostentan el poder de policía. Sin embargo, 

precisa la Corte, el poder de policía que pueden ejercer subsidiariamente el 

Presidente y las Asambleas no puede invadir esferas en las cuáles la Constitución 

haya establecido una reserva legal, por lo cual un gran número de derechos y 

libertades sólo pueden ser reglamentados por el Congreso, lo cual deriva de la 

 

11 Sentencia C-492/02 Demanda de inconstitucionalidad de los artículos 195, 208 y 219 del Decreto 1355 de 

1970 Magistrado Ponente: Dr. JAIME CÓRDOBA TRIVIÑO Bogotá, D.C., veintiséis (26) de junio de dos 

mil dos (2002). 
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naturaleza misma del Estado colombiano como república unitaria (CP Art.1º). Así 

las cosas, en la Carta de 1991 ya no es de recibo la tesis de la competencia 

subsidiaria del reglamento para limitar la libertad allí donde la ley no lo ha hecho y 

existe reserva legal, la cual había sido sostenida bajo el antiguo régimen por el 

Consejo de Estado1 y la Corte Suprema de Justicia2.  

 

Segundo, en períodos de excepción constitucional, el Presidente de la República, 

con la firma de todos los ministros, profiere decretos con fuerza de ley, mediante 

los cuales comparte con el Congreso la facultad de limitar algunas libertades. Pero 

aun allí el constituyente, desconfiado con razón de la discrecionalidad del 

gobernante, estableció que las facultades de excepción se rigen por una ley 

estatutaria de estados de excepción -art. 152 literal e)-.  

 

La función de policía a nivel nacional es exclusiva del Presidente de la República, 

según el artículo 189.4 superior, estándole entonces vedado al Congreso ejercer 

este tipo de competencias. Igualmente, a nivel de las entidades territoriales, los 

cuerpos colegiados carecen de la función de policía, mientras que las autoridades 

ejecutivas unipersonales sí gozan de ella. Así, los gobernadores -art. 303- y los 

alcaldes -315.2-, ejercen la función de policía.  

 

La Corte observa de paso que respecto de la función de policía debe tenerse 

presente por parte de estas autoridades el artículo 84 de la Constitución, que dice: 

"Cuando un derecho o una actividad hayan sido reglamentados de manera 

general, las autoridades públicas no podrán establecer permisos, licencias o 

requisitos adicionales para su ejercicio". Esta norma, pregonada en principio como 

reacción ante la denominada tramitología resultante del intervencionismo de 

Estado, adquiere en realidad toda su dimensión humanista en materia de 

regulación de la libertad. En este orden de ideas, si bien es atribución de las 

primeras autoridades políticas del nivel nacional, seccional y local ejercer la 

función de policía, deben hacerlo en el marco del artículo 84 superior, de suerte 
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que pueden concretar la ley o el reglamento mas no les es dable establecer 

nuevos condicionantes a los derechos, libertades y garantías de protección.  

 

Y en cuanto a la actividad de policía, como en el caso anterior, los cuerpos 

colegiados de la nación, departamentos y municipios carecen de esta atribución 

material. Es apenas lógico. Son las primeras autoridades políticas quienes la 

ejercen, pero por un fundamento constitucional parcialmente diferente, así: el 

Presidente de la República -art. 189.3-, los gobernadores -arts. 303 y 296- y los 

alcaldes -art. 31fl2 y 296-.  

 

En síntesis, tanto la función de policía como la actividad de policía son monopolio 

del órgano unipersonal y primera autoridad política de las respectivas entidades 

territoriales, existiendo al efecto una unidad de mando en cabeza del Presidente 

de la República, cuyo poder sobre gobernadores y alcaldes, en sus calidades de 

agentes del Estado, así como de aquéllos sobre éstos, tiene una clara 

consagración constitucional (CP Art. 296).  

 

Dentro de este contexto general de distribución de competencias en materia de 

policía, entra la Corte a estudiar, en lo pertinente, la regulación constitucional de 

los derechos que tienen relación con las normas demandadas: la libertad personal, 

la inviolabilidad del domicilio y el derecho de reunión".  

 

Conforme a lo enunciado, la distinción entre poder, función y actividad de policía 

es uno de los aspectos centrales para el estudio de constitucionalidad de la norma 

acusada. Por ello, debe la Corte Constitucional recodar que este criterio de 

distinción ha sido utilizado en todos los precedentes jurídicos que hacen parte del 

análisis de constitucionalidad de las normas del Código de Policía3, en los cuales 

se ha examinado la compatibilidad de las atribuciones de este poder (art. 118 

superior) y de los límites a los derechos fundamentales de las personas.  
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De este modo, el ejercicio del poder de policía se realiza a través de la expedición 

de la ley para delimitar derechos constitucionales de manera general y abstracta, y 

establecer las reglas que permiten su específica y concreta limitación para 

garantizar el control del orden público; mientras que con la función de policía se 

hace cumplir la ley por medio de actos administrativos y de acciones policivas.  

 

En síntesis, se puede afirmar que la Corte Constitucional frente a la función de 

proteger el orden público tiene como criterio de distinción:  

 

El poder de policía lo ejerce, de manera general, el Congreso de la República por 

medio de la expedición de leyes que reglamentan el ejercicio de la libertad cuando 

éste trasciende el ámbito privado e íntimo. Este poder también es ejercido en 

forma excepcional, por el Presidente de la República en los estados de guerra 

exterior, conmoción interior y emergencia.  

La función de policía es ejercida por las autoridades de la rama ejecutiva (como 

los alcaldes e inspectores) en cumplimiento de competencias determinadas por la 

ley.  

 

La actividad de policía es ejercida por los miembros de la Policía Nacional, que en 

cumplimiento de su obligación de mantener las condiciones necesarias para el 

ejercicio de los derechos y libertades públicas, aplican diversos medios legítimos 

para prevenir y conjurar las alteraciones del orden público.   

 

Dentro de este marco constitucional se debe evaluar la facultad que tienen los 

comandantes de estación para imponer el cierre temporal de un establecimiento 

abierto al público.   

 

Límites al ejercicio de la facultad de policía  
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Los elementos constitutivos de la facultad de policía se distinguen por el tipo de 

competencias que cada una de las instituciones del Estado posee para dictar y 

aplicar medidas policivas por medio de las cuales se limita el ejercicio de derechos 

fundamentales. El ejercicio de estas facultades en el Estado Social de Derecho se 

caracteriza por considerar que el orden público no es un fin en sí mismo sino un 

medio para garantizar las condiciones mínimas en las que se puedan ejercer los 

derechos y libertades. Además, las facultades de policía se encuentran limitadas 

en cada una de las instancias en las que se ejercen.  

 

El poder de policía que puede ejercer el legislador al dictar las leyes generales y 

abstractas que reglamentan el ejercicio de libertades, está sujeto al respeto de la 

Constitución y de los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados 

por Colombia. En la Sentencia C-110 de 2000, al respecto la Corte Constitucional 

ha dicho:  

 

d) En lo que atañe con la distribución general de las competencias en materia de 

poder, función y actividad de policía entre las diferentes autoridades, se considera 

que, en principio, sólo el Congreso de la República puede establecer límites o 

restricciones a las libertades y derechos ciudadanos dentro del marco de los 

principios y valores consagrados por la Constitución. Sin embargo, se advierte en 

la sentencia C-024/94 que "La Constitución no establece una reserva legislativa 

frente a todos los derechos constitucionales ni frente a todos los aspectos 

relacionados con la regulación de los derechos. Esto significa que existen ámbitos 

de los derechos constitucionales en los cuales algunas autoridades pueden ejercer 

un poder de policía subsidiario". Pero se precisa, que en atención a que dicho 

poder implica la restricción de los derechos y libertades de las personas, el 

ejercicio del poder subsidiario de policía. V.gr. asambleas, concejos municipales, 

Presidente de la República, la cual en principio es potestad del Congreso, requiere 

de una habilitación constitucional expresa.   
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Conforme a lo expuesto, queda establecido que por regla general corresponde al 

Congreso de la República, expedir las normas restrictivas o limitativas de las 

libertades y derechos ciudadanos con base en los hechos o circunstancias que 

constituyen lo que se denomina motivo de policía, que son todos aquellos hechos 

o circunstancias que en cualquier forma atentan contra el orden público, bien sea 

en forma directa o como resultado del abuso en el ejercicio del correspondiente 

derecho o libertad.  

 

Conforme a lo anterior, el poder de policía que ejerce el legislador no puede 

entenderse como absoluto e ilimitado. El ejercicio de este poder debe cumplirse 

dentro de los estrictos límites constitucionales y expedir normas que limiten, sin 

suspender, el ejercicio de los derechos y libertades fundamentales.  

 

La función de policía que ejercen las autoridades del poder ejecutivo se debe 

desarrollar dentro del marco de legalidad que le impone la Constitución y la ley. La 

Corte Constitucional se ha pronunciado sobre los límites que debe observar el 

ejercicio de la función de policía en un Estado Social de Derecho como el 

colombiano. Al respecto, esta Corporación, ha dicho en la Sentencia C-432 de 

1996:  

 

"... La función de policía debe desarrollarse dentro del marco de la legalidad. 

Asegurar que éste límite no sea franqueado es el fin último de gran parte de las 

normas del derecho administrativo y también es el objetivo que se pretende lograr 

cuando se establece la posibilidad de someter a revisión jurisdiccional las 

decisiones de la administración. Dentro de este propósito, se exige a la 

administración observar la motivación de sus actos, su publicidad, la garantía del 

derecho de defensa dentro del procedimiento que conduce a la decisión, la 

coherencia entre la motivación y la decisión, y la proporcionalidad, razonabilidad y 

oportunidad de la misma, entre otras. Así mismo, se requiere que quien toma la 
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decisión esté específicamente autorizado para hacerlo (lo que remite al problema 

de la competencia, tanto en su ámbito territorial y temporal, como de contenidos).  

 

Es que las actuaciones de la administración tienen que proteger y garantizar los 

derechos fundamentales de los administrados, pues tal función no es sólo 

competencia de los jueces sino también de las distintas autoridades 

administrativas. De no ser así se violaría la intención del Constituyente de que la 

administración debe velar por la preservación de los derechos fundamentales.   

Estas limitaciones a la función de policía, que provienen de la ley y también de la 

Constitución, excluyen per se la existencia de actos puramente discrecionales por 

parte de la administración en el ejercicio de la función de policía, lo que no excluye 

una cierta capacidad creadora, del funcionario competente para decidir. Esto 

implica que la vieja distinción entre el acto puro reglado y el acto puro discrecional, 

debe abandonarse a favor de una que prevea que en ningún caso el funcionario 

puede apartarse de la legalidad, sin que esa circunstancia haga de él un 

autómata. Es que en la administración se cumple a cabalidad la observación 

Kelseniana, a propósito del ordenamiento jurídico, de que los actos intermedios 

que lo integran son, ineludiblemente, de creación y aplicación al tiempo”12.  

 

En consecuencia, la función de policía además de los límites constitucionales y de 

derecho internacional de los derechos humanos se encuentra sometida al principio 

de legalidad, a la eficacia y necesidad del uso del poder, a la proporcionalidad y 

razonabilidad de las medidas adoptadas, y al respeto del principio de igualdad, 

porque las medidas de policía no pueden traducirse en discriminaciones 

injustificadas de ciertos sectores de la población.  

 

 

12 Sentencia C-492/02 Demanda de inconstitucionalidad de los artículos 195, 208 y 219 del Decreto 1355 de 

1970 Magistrado Ponente: Dr. JAIME CÓRDOBA TRIVIÑO Bogotá, D.C., veintiséis (26) de junio de dos 

mil dos (2002). 
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"1- Siendo autoridad administrativa (policía administrativa) o que actúa bajo la 

dirección funcional de las autoridades judiciales (policía judicial), la Policía está 

sometida al principio de legalidad puesto que afecta libertades y derechos.  

Toda medida de policía debe tender a asegurar el orden público; por tanto, 

encuentra su limitación allí donde comienzan las relaciones estrictamente 

privadas. De aquí que la policía tampoco pueda actuar a requerimiento de un 

particular para proteger sus intereses meramente privados; para esto está la 

Justicia ordinaria.  

 

La policía sólo debe adoptar las medidas necesarias y eficaces para la 

conservación y restablecimiento del orden público. La adopción del remedio más 

enérgico -de entre los varios posibles-, ha de ser siempre la ultima ratio de la 

policía, lo cual muestra que la actividad policial en general está regida por el 

principio de necesidad, expresamente consagrado en el artículo 3º del "Código de 

conducta para funcionarios encargados de aplicar la ley", aprobado por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas por resolución 169/34 del 17 de 

diciembre de 1979, que establece que las autoridades sólo utilizarán la fuerza en 

los casos estrictamente necesarios.   

 

Igualmente, las medidas de policía deben ser proporcionales y razonables en 

atención a las circunstancias y al fin perseguido: debe entonces evitarse todo 

exceso innecesario. Así pues, los principios de proporcionalidad y razonabilidad 

que rigen todas las actuaciones de la administración pública adquieren particular 

trascendencia en materia de policía.   

 

Directamente ligado a lo anterior, la extensión del poder de policía está en 

proporción inversa al valor constitucional de las libertades afectadas. Eso explica 

que en ciertas materias -como la regulación de los sitios públicos- el poder policial 

sea mucho más importante que en otros ámbitos de la vida social, como el 

derecho a la intimidad y a la inviolabilidad del domicilio.  
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El poder de la policía se ejerce para preservar el orden público pero en beneficio 

del libre ejercicio de las libertades y derechos ciudadanos. No puede entonces 

traducirse en una supresión absoluta de las libertades.   

 

Así mismo debe recordarse especialmente en esta materia la regla, por otra parte 

general a toda actividad administrativa, de la igualdad de los ciudadanos ante la 

ley. El ejercicio del poder de policía no puede traducirse en discriminaciones 

injustificadas de ciertos sectores de la población, puesto que todas las personas 

"recibirán la misma protección y trato de las autoridades". (CP 13)  

 

Igualmente opera la máxima de que la policía debe obrar contra el perturbador del 

orden público, pero no contra quien ejercite legalmente sus derechos.  

 

“Por todo lo anterior, el ejercicio de la coacción de policía para fines distintos de 

los queridos por el ordenamiento jurídico puede constituir no sólo un problema de 

desviación de poder sino incluso el delito de abuso de autoridad por parte del 

funcionario o la autoridad administrativa"13.  

 

El ejercicio de las funciones otorgadas a los miembros de la Policía Nacional para 

la protección del orden público se desarrolla con el fin de mantener las 

condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas (art. 

218 superior). En desarrollo de esta función la Policía Nacional puede aplicar 

medidas preventivas y correctivas sujetas al principio de legalidad y cuando se 

encuentra ante situaciones que exigen una acción inmediata para contrarrestar las 

agresiones que ponen en peligro los derechos y bienes de las personas, su acción 

 

13 Sentencia C-492/02 Demanda de inconstitucionalidad de los artículos 195, 208 y 219 del Decreto 1355 de 

1970 Magistrado Ponente: Dr. JAIME CÓRDOBA TRIVIÑO Bogotá, D.C., veintiséis (26) de junio de dos 

mil dos (2002). 
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debe ajustarse a los estrictos principios de proporcionalidad y razonabilidad del 

uso de la fuerza.  

 

En el ejercicio de aplicación de medidas preventivas los miembros de la Policía 

Nacional no poseen un poder discrecional sino, por el contrario, su acción se 

encuentra limitada al principio de legalidad y debe ajustarse a lo prescrito por el 

Código Nacional de Policía en el cual se definen las normas que deben seguirse 

para garantizar el debido proceso y el derecho a la defensa. En la Sentencia C-

087 de 2000, la Corte Constitucional se pronunció en los siguientes términos:  

 

"Al respecto hay que señalar que en efecto en los artículos 219 y siguientes del 

decreto 1355 de 1970, se consagra un procedimiento para la aplicación de 

medidas correccionales. Allí se indica, en términos generales lo siguiente: que el 

contraventor tiene derecho a ser oído previamente (art. 224); que debe levantarse 

un acta en que se consignen los hechos, se identifique al contraventor y se indique 

la medida correctiva a imponer (art. 227) que contra las medidas impuestas por 

comandante de estación o subestación (hoy alcaldes o inspectores de policía 

correspondientes), que en el presente caso, no existen recursos (art. 228); que el 

funcionario de policía que haya impuesto la medida correctiva podrá hacerla cesar 

en cualquier tiempo 'si a su juicio tal determinación no perjudica el orden público' 

(art. 222)"14.  

 

En el ordenamiento constitucional colombiano se encuentran proscritas las 

medidas de policías vagas, imprecisas e imprescriptibles. Todas ellas atentan 

contra el principio de estricta legalidad y vulneran la primacía de los derechos de 

las personas.  

 

 

14 Decreto 1355 de 1970. 
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Los criterios expuestos configuran el marco dentro del cual se debe cumplir la 

revisión de constitucionalidad de las normas demandadas. La Corte en primer 

lugar, debe evaluar si la facultad conferida a los comandantes de estación para 

cerrar temporalmente establecimientos abiertos al público, cumple con los criterios 

de aplicación y desarrollo de las facultades de policía dentro de un Estado social 

de derecho y si concluye, que las normas no desconocen la primacía de los 

derechos de las personas, en segundo lugar, evaluará si existe una contradicción 

entre la función de policía conferida a los comandantes de estación y la atribución 

constitucional del alcalde como primera autoridad de policía del municipio.  

 

El cierre temporal de establecimientos abiertos al público y la protección del orden 

público  

 

Antes de considerar la constitucionalidad de la medida del cierre de 

establecimientos abiertos al público resulta importante destacar que el artículo 208 

del Código Nacional de Policía describe cinco situaciones jurídicas en las que el 

comandante de estación y subestación puede imponer el cierre temporal del 

establecimiento público, cuando estos incumplen prescripciones legales. Sin 

embargo, es del caso aclarar que lo previsto en los numerales 2. y 3. Del artículo 

208 del mencionado código se encuentran derogados por la Ley 232 de 1995. 

 

El numeral 2. Del artículo 208 faculta al comandante de estación para imponer el 

cierre temporal del establecimiento cuando funcione sin permiso o cuando la 

licencia haya caducado. El numeral 3. De dicho artículo confiere la misma facultad 

cuando "se ejerzan actividades no incluidas en el permiso". Conforme al primer 

artículo de la Ley 232 de 1995 "ninguna autoridad podrá exigir licencia o permiso 

de funcionamiento para la apertura de los establecimientos comerciales definidos 

en el artículo 515 del Código de Comercio, o para continuar su actividad si ya la 

estuvieran ejerciendo, ni exigir el cumplimiento de requisito alguno, que no esté 

expresamente ordenado por el legislador". Esto significa, que el Congreso de la 
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República derogó la expedición de licencias y permisos para el funcionamiento de 

los establecimientos de comercio, por lo tanto, las autoridades de policía no 

pueden imponer sanciones por falta de estos requisitos. 
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8. FALTA DE CULTURA DE LA LEGALIDAD COMO REFERENTE DE 

VIOLACIÓN DEL CÓDIGO DE POLICÍA 

 

Ante todo debe anteponerse a este capitulo que cualquier norma o ley para su 

efectividad y aplicación, necesita del cumplimiento y conocimiento de la 

comunidad, ya que es para una sana convivencia social que se legisla, pero para 

que todo un aparato normativo funcione como debe ser, como una regulación 

preventiva y no sancionatoria, necesita de un cultura e legalidad en la sociedad, ya 

que la legalidad es un componente indispensable en la vida de toda sociedad 

democrática. En un Estado de Derecho el imperio de la ley demanda la 

subordinación a ella de todos los poderes estatales, así como de todos los 

ciudadanos, para asegurar que se tome en cuenta el interés general y que no se 

ejerza el poder de forma arbitraria y voluntarista. 

 

En este sentido, la formación ciudadana que debe desarrollarse en los sistemas 

educativos nacionales no puede prescindir del conocimiento y respeto de las leyes 

que regulan la convivencia social y política, así como de las instituciones y los 

mecanismos que la Constitución establece para garantizar la vigencia de los 

derechos fundamentales. 

 

Por tanto, los ciudadanos, para participar activamente en los asuntos públicos, 

deben desarrollar un conjunto de conocimientos, habilidades y actitudes que los 

conduzcan a la adhesión voluntaria y racional a aquellos principios éticos que 

orientan la convivencia social y la participación ciudadana. 
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Según Peces Barba15 el Derecho es un medio de socialización o de 

seudoculturización fuerte, basado en el consenso y en la coercitividad a través de 

las sanciones y penas que puede imponer, pero su utilización exclusiva, sin otras 

medidas más profundas, es incapaz cuando falla el consenso y sólo queda el uso 

de la fuerza. Este consenso del cual se hace referencia por este autor debe ser 

fruto del convencimiento, de la adhesión razonable a los valores principales del 

sistema legal, desde la idea de dignidad humana hasta las de libertad, igualdad y 

solidaridad y sus concreciones; como la tolerancia, el rechazo de la violencia y la 

defensa de la solución pacífica de los conflictos. En la formación recta de las 

conciencias, que es condición de la comprensión sobre el valor de la obediencia al 

derecho, la educación se convierte entonces en un instrumento indispensable. 

 

La educación, facilitando la formación y la información, prepara al hombre para 

participar de forma activa en la sociedad. Es una forma central de socialización, es 

decir, de inserción de la persona en los valores y en la cultura de una determinada 

sociedad, dotándola de una preparación adecuada para servir a la sociedad y para 

realizarse en su profesión. Es por ello que en el ideal educativo también se sitúa 

como prerrogativa el respeto a los principios democráticos de convivencia y a los 

derechos y libertades fundamentales. Así, la educación tiene, junto a su misión en 

la formación de cada persona, de su razón y de su sensibilidad, una misión 

complementaria, pero no menos importante de inserción de la persona en la 

sociedad y en las instituciones políticas. 

 

El término cultura de la legalidad suele ser confundido con la denominación de 

cultura jurídica, siendo ambas categorías elementos diferentes. Cuando se habla 

de cultura jurídica se hace referencia al conjunto de conocimientos que se derivan 

 

15 Peces-Barba Martínez, Gregorio: La incorporación del derecho y de los derechos humanos en la 

educación, en Educación en derechos humanos: la asignatura pendiente.Dykinson, España. 2008. 

htttp://site.ebrary.com/lib/edunivsp/Doc?id=10224131&ppg=25 
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de la existencia misma del Derecho como objeto real del conocimiento, y que se 

relacionan con el contenido técnico-profesional que ha de desarrollarse en una 

formación especializa del profesional de las Ciencias Jurídicas. Es decir, la cultura 

jurídica se identifica con el contenido particular, objeto del proceso de enseñanza 

aprendizaje del jurista, que requiere de estudios más rigurosos y 

profesionalizantes en relación con las exigencias particulares del ejercicio de la 

profesión. 

 

Mientras tanto, la cultura de la legalidad es una noción más general, no tan 

específica del conocimiento de las normas de Derecho y sus instituciones. 

Trasciende al objeto de estudio del Derecho como profesión, y se extiende a un 

ámbito más sociológico en cuanto implica el grado de conocimiento general que 

debe poseer cada ciudadano sobre el sistema legal y su funcionamiento, sin que 

necesariamente sea un abogado. Este conocimiento resulta relevante en cuanto el 

Derecho, como ciencia y profesión, es una de las disciplinas que más 

trascendencia tiene en la vida del hombre. El Derecho es parte de la misma 

esencia de la naturaleza humana; concierne, incumbe, afecta a todos los campos 

de la vida; pero además, el Derecho es una herramienta poderosísima de cambio 

social. Dada su importancia, el Derecho ha de ser parte de nuestra cultura no solo 

como parte de un conjunto de conocimientos, ideas o teorías que se han 

conjuntado y sistematizado desde una ciencia en particular, sino incorporado a 

nuestra vida cotidiana. 

 

Gerardo Laveaga16 entiende por cultura de la legalidad: el conocimiento que un 

pueblo tiene de su Derecho, así como los esfuerzos que hacen grupos y 

facciones, principalmente el gobierno, para difundir o no difundir tal conocimiento, 

las variables del proceso mediante el que un pueblo acata las normas que lo rigen, 

los efectos concretos que este ejercicio tiene en la sociedad civil y los límites a los 

 

16 Laveaga, Gerardo: La cultura de la legalidad, Libro digital, en Biblioteca Jurídica Virtual UNAM 
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que se circunscribe. De este concepto se comprende que la cultura de la legalidad 

se encamina a la difusión y cumplimiento del derecho por parte de la sociedad. 

Por tanto, implica la socialización jurídica, ya que ello representa para el individuo 

la sujeción de su conducta a la conformidad y obediencia al ordenamiento jurídico, 

así como su participación como elemento social para preservar y difundir la 

legalidad. De ahí que también cultura de la legalidad significa que la ética y 

pensamientos dominantes en una sociedad simpatizan con la observancia de la 

ley. 

 

Suarez Larrabure17 por su parte afirma que la cultura de la legalidad se refiere a 

ideas, actitudes, expectativas y opiniones acerca de la ley, mantenida por las 

personas en una sociedad dada. Es la red de valores y actitudes que determinan 

cuando, por qué y dónde la gente apela a la ley o al gobierno o se aparta de él. 

Según el criterio de esta autora se puede comprender que la cultura de la 

legalidad, es la fuente inmediata del cambio legal, sea cual sea la fuente última, ya 

que el término cubre esos pensamientos e ideas que actúan como motivos o 

incentivos del comportamiento legal, el comportamiento orientado hacia o en 

contra de las reglas jurídicas, las instituciones del derecho y el uso o no de la ley. 

Es decir, la cultura de la legalidad abarca no solo el conocimiento del sistema legal 

y su funcionamiento, sino actitudes y valoraciones, que aún en los grupos 

desprovistos de conocimientos correctos, existe una cultura legal en la medida en 

que sostienen orientaciones y actitudes específicas respecto de la ley. 

 

Para Sánchez Cordero18 la expresión cultura de la legalidad trasciende a cualquier 

concepción que pretenda designarla solamente como cultura jurídica o Estado de 

 

17 Suárez Larrabure, María Dolores: Hacia La Socialización Jurídica. Facultad de Derecho y 

Ciencias Sociales de la UNT – Argentina. 

18 Sánchez Cordero de García Villegas, Olga: Cultura de la legalidad. Los posibles significados de 

una frase que debiera ser parte de nuestra vida cotidiana. Diplomado superior de historia y 
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Derecho. Para esta autora cultura de la legalidad significa, sí, imperio de la ley; 

pero también significa obediencia de la ley, y la obediencia requiere, 

necesariamente: conocimiento de la ley. Reconoce de esta manera el papel 

fundamental de la formación para tal propósito. La autora también plantea que de 

la misma manera, la cultura de la legalidad implica necesariamente el 

conocimiento del ordenamiento jurídico; conocimiento que puede tenerse a 

distintos niveles, pero que tiene, como irremediable consecuencia, el 

fortalecimiento del orden social en un Estado. El papel de las instituciones en esta 

tarea es fundamental, por ello es indispensable su fortalecimiento a través del 

buen desempeño de sus funciones, lo que traerá como consecuencia una mejoría 

en la percepción que de ellas tiene el ciudadano. 

 

Todas estas definiciones permiten comprender que la formación de la cultura de la 

legalidad está encaminada a enseñar, desarrollar y fomentar una cultura en 

defensa de lo que se conoce como Estado de Derecho. 

 

Se entiende entonces por Estado de Derecho la aspiración de alcanzar un sistema 

ideal donde la ley proteja los derechos de todos los miembros de la sociedad. 

Según Atienza19 el Estado de Derecho se crea cuando toda acción social y estatal 

encuentra sustento en la norma; es así que el poder del Estado queda 

subordinado al orden jurídico vigente, por cumplir con el procedimiento para su 

creación y es eficaz cuando se aplica en la realidad con base en el poder del 

Estado, a través de sus órganos de gobierno, creando así un ambiente de respeto 

absoluto del ser humano y del orden público. 

Según Godson20, este sistema ideal se basa en al menos cuatro criterios: 

 

derecho, organizado por la casa de la cultura jurídica de la suprema corte de justicia de la nación 

en el Estado de Sonora. Ciudad de Hermosillo. 2000. 

19 Atienza, Manuel: Introducción al Derecho. Barcanova. Temas Universitarios. Barcelona. 1985. 

20 Godson, Roy: La enseñanza de la cultura de la legalidad. En 

ww.colombiaaprende.edu.co/html/mediateca/1607/article-168103.html .2007. 
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• Todo miembro de la sociedad tiene la oportunidad de participar en la 

formulación, la reforma, y la aplicación de las leyes; 

• Las leyes se aplican a todos por igual, incluyendo al gobernante y al gobierno 

en turno; 

• Las leyes protegen los derechos de todo individuo al igual que el bienestar de 

la sociedad; y 

• Las leyes prevén medios formales para su cumplimiento y para sancionar a 

los infractores con castigos previamente establecidos. 

 

Se dice que el Estado de Derecho es un presupuesto ideal porque ninguna 

sociedad goza de un Estado de Derecho perfecto. En ningún lugar del mundo se 

aplica la ley de manera enteramente justa, así que no existe un solo país donde 

todas las personas reciben la misma protección. Por el contrario, podemos hablar 

de un espectro horizontal, en donde los países están más cerca o más lejos del 

estado de derecho. Por lo tanto, son democracias más fuertes o más frágiles. 

 

Las entidades de gobierno no pueden garantizar el Estado de Derecho por sí 

solas. También se necesita una cultura de la legalidad, una cultura en donde la 

gran mayoría de las personas están convencidas de que el Estado de Derecho 

brinda la mejor opción para asegurar sus derechos y alcanzar sus metas. En una 

cultura de legalidad, la mayoría estima que vivir en conformidad con el estado de 

derecho es la mejor forma de servir el interés público y sus intereses personales a 

largo plazo. Asimismo, insisten para que el gobierno también respete el estado de 

derecho. 

 

La cultura de legalidad aporta dos grandes contribuciones a la democracia y a los 

derechos humanos. Primero, los ciudadanos pueden ser potenciados, llegan a 

creer firmemente que tienen la capacidad de participar en la creación e 

 

22 Ídem 
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implementación de las leyes y que no existe persona ni institución alguna que esté 

por encima de la ley, incluidos los funcionarios públicos10. Asimismo, se 

convencen de que el estado de derecho es la mejor opción para garantizar los 

derechos humanos y alcanzar sus aspiraciones democráticas. Segundo, la cultura 

de la legalidad cambia fundamentalmente la dinámica de las instituciones 

gubernamentales, tales como la policía y el poder judicial, obligándolas a ser más 

eficientes, efectivas, y justas. 

 

De los criterios analizados anteriormente se comprende también que la formación 

de la cultura de la legalidad lleva implícito un proceso de socialización jurídica, en 

cuanto implica un proceso en el que hacemos nuestros los elementos básicos de 

nuestra cultura, donde la legitimidad del sistema de leyes depende del 

asentimiento voluntario que le prestan quienes están sujetos a ellas, por ello es 

importante como se desarrolla en los individuos el compromiso con el derecho 

durante sus años de formación. 

 

En consecuencia, la formación cívica debe ser un instrumento estratégico para 

conciliar el ejercicio de derechos ciudadanos con la vida social, política y moral. La 

educación debe ser, por lo tanto, un ámbito institucional que, en virtud del 

conocimiento que produce, asimila, transmite y distribuye, debe crear las 

condiciones favorables para hacer efectivo el ejercicio de los derechos ciudadanos 

en el ámbito de la salud, el bienestar social, la cultura, el desarrollo moral, la 

participación cívica, la economía y las instituciones políticas y de gobierno21. 

 

Autores como Cruz, Escámez y Gil, y Mayordomo22 coinciden en argumentar que 

cumplimiento de la ciudadanía exige el desarrollo de una consiguiente cultura y 

 

21 Escámez, J. y Gil, R.: La educación en la responsabilidad. Barcelona: Paidós. 2001 

22 Mayordomo, Alejandro: El sentido político de la educación cívica: libertad, participación y 

ciudadanía. La Revista Iberoamericana de Educación. OEI Número 47: Mayo-Agosto 
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ética de la responsabilidad, la aceptación de unas obligaciones con respecto al 

contexto social; y estas, en ningún caso pueden ser vistas como recorte de 

nuestra libertad, sino como otro componente de nuestra propia identidad personal, 

como ejercicio de nuestro derecho y deber de aplicar nuestra posibilidad o 

capacidad de respuesta a los asuntos públicos de esa comunidad en la que 

adquirimos, además, nuestro sentido de pertenencia. De tal manera, ese carácter 

de ciudadanía arraigada y responsable reclama que el conocimiento, la 

argumentación, la reflexión y la propia experiencia, sean las bases que realmente 

fundamenten y cualifiquen sus opciones, sus decisiones, sus compromisos, sus 

realizaciones. Eso es lo que hace precisa también una preparación de las 

capacidades o competencias propias de una persona responsable: la capacidad 

de deliberación, la de enjuiciar las acciones propias y analizar y comprender sus 

consecuencias y repercusiones, la de poder articular los adecuados instrumentos 

de intervención en la comunidad política23. 

 

Para lograr una formación de esta naturaleza se requiere que los sistemas 

educativos en sus distintos niveles, la familia y el entorno social funcionen como 

una verdadera comunidad educativa que ofrezca experiencias cotidianas 

favorables al desarrollo del juicio y la acción moral de estudiantes y que fomenten 

actividades precursoras de una cultura de la legalidad. No se trata solamente de 

incorporar materias de corte cívico y legales en el currículo existente, sino de 

transformar el ambiente escolar e influir en la vida cotidiana de los estudiantes, por 

lo cual el trabajo con los colectivos escolares, los docentes y las familias es un 

elemento vital. 

 

 

23 Jaramillo, Rosario. Programa de competencias ciudadanas. En Colombia aprende, la red del 

conocimiento. 

http://www.colombiaaprende.edu.co/html/docentes/1596/article-58616.html 
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9. DISEÑO METODOLOGICO 

 

ESTRATEGIA METODOLÓGICA EN LA APLICACIÓN Y EFECTIVIDAD DEL 

CÓDIGO POLICIVO EN PEREIRA Y SU RELACIÓN CON EL DERECHO 

 

El  tema sobre la aplicación y efectividad del Código Policivo en Pereira reviste 

importancia, ya que este proyecto pretende que en las instituciones educativas 

públicas y en la misma Universidad Libre Seccional Pereira, en su Facultad de 

Derecho, se promueva el conocimiento del Código de Policía; lo cual redondeara 

en que nuestros jóvenes estudiantes al adoptar principios, valores de la ética 

ciudadana coadyuvaran en la tarea convivencia ciudadana, cabe resaltar que la  

universidad Libre presto la colaboración para la realización de las actualizaciones 

presentadas en la ordenanza 014 del 31 de julio de 2006, la cual, actualizaba el 

Código de Convivencia Ciudadana de la ciudad, esta fue revocado por el 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO.  Es preciso que el Código Policivo se promueva 

dentro del pensum académico como una asignatura  y si no es posible de dicha 

manera, como una electiva, para que cada uno de los estudiantes del programa  

puedan aplicarlo en su vida profesional y se conviertan en ejemplo de virtudes 

ciudadanas. 

 

Como ciudadanos, somos sujetos de derechos y obligaciones, que debemos 

respetar y cumplir, lo cual se facilita a través del conocimiento de las normas que 

desarrollan la convivencia en el territorio nacional, toda vez que si conocemos 

cuáles son las faltas, prevenimos consecuencias nocivas para los habitantes del 

país. 

 

Existen comportamientos que en nuestro saber y entender no son constitutivos de 

contravenciones, pero que de acuerdo al Código de Policía sí constituyen faltas y 

conllevan la aplicación de sanciones, lo que hace que el estudio de este código 
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sea de gran importancia para el desarrollo de la ciudad, y en el propósito de que 

haya más justacia y menos violencia. 

 

La finalidad de este proyecto es dar a conocer el ejercicio de los derechos y 

libertades ciudadanas de acuerdo con la Constitución y la ley, a los estudiantes y 

consultantes del trabajo en la ciudad de Pereira, teniendo en cuenta que los niños, 

los adultos mayores, las personas discapacitadas y, en general, los ciudadanos 

que quieren una convivencia tranquila deben observar algunos comportamientos 

de rutina previstos en el Código de Policía que rige en las ciudades de todo el 

país. 

 

Bajo los argumentos anteriores se impulsó una investigación teniendo en cuenta el 

siguiente desarrollo metodológico: el tipo de investigación realizado fue el 

descriptivo porque se buscó establecer condiciones o características que se 

vienen presentando en torno a la vulneración del Código  de Policía por parte de 

las autoridades del Municipio de Pereira.  

 

El método de investigación utilizado corresponde al de análisis y síntesis, porque 

lo observado se confronta con la norma y a partir de ello se elabora el concepto en 

torno al problema. 

 Se hizo una comparación frente a lo que se pudo observar con el Código Penal y 

el Código de Policía. 

 

9.1 INFORMACION SECUNDARIA  

Esta se obtuvo de los Códigos Penal, Policivo y estatutos internos de las 

entidades estudiadas. 
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9.2 INFORMACION PRIMARIA 

Se realizaron entrevistas a los comandantes, cabos, tenientes y a todo funcionario 

que tuviese relación con los operativos de Policía, funcionarios de la alcaldía, 

agentes de tránsito y a las personas afectadas. 

 

9.3 POBLACION Y MUESTRA 

 

En el municipio de Pereira por parte de la Alcaldía, Tránsito y Policía se realizan 

en promedio unos 200 operativos al año,  que se constituyeron en la población 

objeto para el cálculo de la muestra. Una vez establecida la población se 

determinó una muestra del 10% que correspondió a 20 operativos, a los cuales se 

asistió en los meses de junio y julio del año 2009. 

 

La muestra se obtuvo de la siguiente formula   

     
 
 
          N. P. P x Q 
No=________________ 
         (N – 1) E2 + P x Q 
 

No: Muestra 

N: Número de operativos promedio año 

P: Probabilidad  de éxito 

Q: Probabilidad de fracaso 

E: Error permisible 

 

La información obtenida a través de las entrevistas realizadas fue inicialmente 

captada por grabación, que posteriormente se llevó a cuadros sinópticos 

permitiendo ver las causas y variables y los aspectos coincidentes, para 

posteriormente  redactar los resultados de manera concreta sobre ellas.  
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10. VULNERACIONES AL CÓDIGO DE POLICÍA  POR PARTE DE LAS 

AUTORIDADES DEL MUNICIPIO DE PEREIRA  TALES COMO LA ALCALDÍA, 

EL INSTITUTO MUNICIPAL DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE Y LA POLICÍA 

NACIONAL DE LA CIUDAD. 

 

10.1. RUTA DE LOS OPERATIVOS 

 

Todo operativo que se realiza en la ciudad, como en el área escogida para este 

trabajo, debe contar con la supervisión y apoyo de la Policía, esto teniendo en 

cuenta que hay operativos realizados por otras entidades a las cuales les fueron 

adjudicadas funciones de Policía. Estas entidades son la Alcaldía, y el Transito y 

Transporte de Pereira. 

 

La coordinación de cada operativo comienza con una planeación de que sitios 

específicos  van a ser visitados por los agentes de policía, con el fin de prevenir 

generalmente el expendio de estuperfacientes, pues  hay que anotar que la labor 

fundamental de la Policía es la prevención; también se organizan operativos con 

miras a la incautación de armas, vehículos y captura de personas requeridas por 

las autoridades. 

 

Después de realizado el plan, se designan los agentes que realizarán el operativo; 

y se le comunica al Ministerio Público para que haga el acompañamiento 

necesario garantizando la legalidad de éstos y de las capturas que allí puedan 

realizarse. 

 

De igual manera se fijan los horarios en que se realizarán los operativos, ya sean 

diurnos y nocturnos; se debe resaltar  que en el desarrollo de estos operativos los 

agentes deben acudir a los llamados realizados por la ciudadanía en cualquier 



74 

eventualidad, ya sea en caso de emergencia o para prevenir un posible en evento 

delictivo.    

 

10.2.  ACOMPAÑAMIENTO A LOS OPERATIVOS 

 

DESCRIPCION DE LOS OPERATIVOS 

Operativo con la alcaldía nocturna de Pereira 

Operativo con el tránsito  

Operativo con la policía 

Diurno 

Nocturno  

 

Todos los operativos realizados para esta investigación tuvieron como fin de 

descubrir qué tanto se conoce y se utiliza el Código de Policía. 

 

10.3 OPERATIVO CON LA ALCALDIA NOCTURNA DE PEREIRA 

 

Este operativo se realizo el día 5 de junio de 2009 entre las 10 pm y  3 am. 

Su punto de partida fue la UPPV (unidad  permanente de protección a la vida) 

ubicada en la calle 15 entre carreras 4 y 5 de la ciudad de Pereira. 

 

En este operativo nos entrevistamos con el comandante Mantilla, quien es el 

encargado de dirigir la unidad especializada de los SMACR, oficial que en su 

calidad de comandante y por su trayectoria antes de ocupar el cargo, nos explicó 

que el Código de Policía y convivencia ciudadana  era utilizado para aclarar 

muchas de las situaciones que se presentan a diario en la sociedad, pero que  

otras, gracias a la existencia de la ley 906 de 2004, se habían vuelto inmanejables, 

ya que el Código Policivo en algunos aspectos era menos permeable que la ley 

906, y que a pesar de que el código era bastante antiguo, para algunos vacíos de 

la ya mencionada ley, éste era una buena arma para suplirlos. 
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De igual manera, el comandante Mantilla nos hizo ver que al código no solo le 

faltaba una reforma para que se encontrase acorde con la sociedad y con la 

problemática que se presenta, sino también una actualización de las sanciones 

pecuniarias que en él se estipulan. 

 

De esta entrevista se parte ya a desarrollar en sí el operativo de la alcaldía, 

acompañadas por el secretario de gobierno HECTOR DARIO GALLEGO, quien a 

su vez, es director de operativos de vigilancia y control, y varios funcionarios más, 

así como la policía, quien en estos casos es más una fuerza de apoyo para que se 

hagan cumplir las normas. 

 

Los operativos desarrollados por la alcaldía nocturna, se basaron en la visita   de 

establecimientos públicos para la verificación de los documentos que deben tener 

al día los establecimientos para que su funcionamiento esté en orden, que no se 

encuentren menores de edad y que no se utilice el espacio público en pro del 

establecimiento. 

La Alcaldía, por ser un ente global del municipio, no desarrolla un operativo en la 

propia zona escogida (barrio cuba) sino que se dedica a visitar las zonas que son 

requeridas por la comunidad.  

 

Nuestra primera visita se desarrolló por el barrio centenario de la ciudad, visitando 

todos los estanquillos y bares de la zona; solo se solicitaban  los documentos y si 

algo se encontraba mal se citaba al propietario o al representante legal del 

establecimiento, y si algunos estaban ocupando espacio público, se le solicitaba al  

dueño del establecimiento que retirara aquello con lo cual se encontraban 

obstruyendo el paso de los peatones; todo esto con ayuda de la Policía para evitar 

los disturbios; de igual manera se les dejaba citación para que todo quedase bien 

registrado y por que se someterían a una multa cuando se presentasen en la 

Alcaldía. 

Visitas y Recomendaciones 
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FUTBOL MANIA: se sugiere retirar máquina de  juegos, pues el establecimiento 

no paga impuestos. 

LA NUEVA MISCELANEA estanquillo: se sugiere retirar puesto de perros, pues lo 

tiene instalado fuera del establecimiento y se encuentra ocupando espacio público. 

BLUE BAR: se les hizo requerimiento en la alcaldía para que presenten toda la 

documentación  

MISCELANEA M Y G: se revisa pues solo están autorizados para la venta de 

cerveza, más no de licores 

 

En la segunda visita nos dirigimos hacia el barrio cuba, específicamente en 

corrales, de igual manera se citó a muchos representantes de ciertos 

establecimientos que ya habían sido amonestados, y se procedió al sellamiento 

por su conducta  reiterativa 

Aquí observamos que el ente no cumple ni con las indicaciones de la Alcaldía 

hasta que la policía no interviene; para ello no es válida la situación que se les 

está presentando, razón por la cual en estas ocasiones se pierde el carácter 

preventivo que afirma la policía haber adoptado a partir de la ley 906. 

 

NATY SANT Y PARRILLA-BAR: se requisa a los clientes que se encontraban en 

el establecimiento y se requiere la presencia del representante legal en la Alcaldía, 

pues se  encuentran sillas y mesas fuera del establecimiento 

ESTANQUILLO LA RESERVA: se procede al sellamiento del establecimiento por 

su conducta reiterativa de consumo de licor, música a altos decibeles; de igual 

manera ya se les había sancionado por ocupación del espacio público con 2 

mesas 

 

En nuestra tercera vista  nos dirigimos al centro de la ciudad y visitamos los bares 

y algunos sitios de lenocinio en los cuales solo encontramos el disgusto de la 

gente que se encuentra en esto sitios cuando llega la alcaldía acompañada de la 
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policía, pues para ellos lo único que estas personas están haciendo es incomodar 

a las personas que se encuentran compartiendo un momento de recreación. 

A pesar de eso la policía ejerce una función de reconocimiento de estas personas 

y verificación de documentos para saber si por casualidad se encuentran menores 

de edad; si se encuentra alguno, se procede a llamar a la unidad de infancia y 

adolescencia para que ellos hagan la respectiva reseña y dirijan al menor a la 

UPPV con el fin de que su padres acudan a este sitio por él, para que ellos se 

hagan cargo de la situación de su hijo y, por lo tanto, soporten la carga de la 

reseña que se les toma. 

 

Visitas y Recomendaciones 

THE QUEES: se solicita a la policía que acompañaba el operativo, informar a la 

unidad de infancia y adolescencia para que ellos acudan al lugar 

LA TOLVA: la secretaría revisa el lugar y la documentación se encuentra en orden, 

pero se encuentran dos menores de edad y no se presenta ningún procedimiento 

con respecto a la situación. 

FLORES FRESCAS: se realizó requisa a los clientes del establecimiento  

 

10.4 OPERATIVO CON EL TRÁNSITO 

 

Para desarrollar este operativo nos pusimos en contacto con el ingeniero CARLOS 

IVAN ROJAS, quien dirige la operaciones que se realizan como prevención tanto 

en horas de la noche como diurnas; él nos programó dos días de operativo el 

viernes 13 de junio y el 15 de junio en horas de la tarde. Debiendo aclarar de 

antemano que los operativos del tránsito se rigen por la ley 769 de 2002 

 

En el operativo del viernes 13 estuvimos a cargo de la guarda Cielo, quien nos 

indicó que el procedimiento que se realizaría no sería preventivo, sino más bien 

correctivo, contra esas personas que suelen abusar de la situaciones que se 

presentan en los fines de semana con mucha frecuencia, como conducir en estado 
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de embriaguez, no portar documentos o simplemente, y uno de los mas comunes, 

ubicar sus vehículos en sitios donde no es permitido, aunque también nos aclaro, 

que se presentaban situaciones muy extrañas, en las cuales deben enlazarse con 

la policía o con la red de apoyo de la policía, para solucionarlas.  

De igual manera todos estos operativos son acompañados por el Ejército 

Nacional. 

 

La primera parada se en presento  la circunvalar y sus alrededores; en esta zona 

observamos que la gente, a pesar de conocer de antemano que es prohibido el 

hecho de estacionar en esta zonas, les importa muy poco que las autoridades 

lleguen y esperan hasta el último momento para retirar el  vehículo; aún después 

de saber que se han hecho acreedores a la sanción pecuniaria, esperan sin 

ningún reparo a que llegue la grúa , en ese momento se alteran y es ahí donde  la 

policía como tal debe intervenir por varias razones, la primera es gente que ya ha 

consumido licor o está  acompañado, de alguien que sí lo ha consumido; son 

bastante agresivos con estos agentes del tránsito, que lo único que hacen es 

permitir la movilidad en la ciudad. Muchas de estas personas, al tornarse 

agresivas, suelen amenazar a los agentes de tránsito, o tratar de sobornarlos, o lo 

que muchas veces sucede, es que llaman al personaje influyente para evitar 

cualquier tipo de sanción, pero como los agentes mismos lo manifiestan, para ellos 

no es una situación agradable, pues lo único que están haciendo es tratar de 

cumplir con las normas de tránsito. 

 

La  segunda parada en ese operativo nocturno fue el viaducto del la ciudad de 

Pereira, en el cual los agentes de tránsito se ubican o lado y lado de la vía y en un 

solo sentido, y respetando la jurisdicción del municipio de Dosquebradas. 

 

En esta ocasión, en la vía  Pereira Dosquebradas por sus dos áreas de acceso al 

vecino municipio, los agentes ponen la señalización y unos reductores de 

velocidad que a juicio de ellos, no son lo suficiente para garantizar su seguridad, 
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pues aquél que desee extralimitarse en la velocidad, podría causar un accidente 

grave. 

 

Después de señalizado el sitio, proceden a desarrollar el operativo; se detiene a 

todos los vehículos sospechosos, es decir, que los ocupantes aparentemente  

estén estado de embriaguez o los vehículos que vengan conduciendo menores de 

edad, etc.; de igual manera se retienen todas las motocicletas con el fin de 

verificar papeles y después de las 12 de la noche, para hacer cumplir la norma de 

el no tránsito de éstas por la ciudad hasta las 4 de la mañana. 

 

El procedimiento para las personas que se sospecha están en estado de 

embriaguez es tomar  una prueba de alcoholemia, la cual a la luz del derecho es 

una toma de fluidos (la cual debería ser asistida por un juez de control de 

garantías para evitar inconvenientes más adelante); si la prueba resulta positiva se 

hace una segunda toma para verificar que no se encuentre errada o haya dado 

positivo por otros factores como son el listerine o algunos chicles que son 

demasiado fuertes y hacen que el medidor se altere; este procedimiento se realiza 

con los conductores de motos y carros; cuando la prueba arroja resultados muy 

altos se da la inmovilización del vehículo y se hace acreedor a un comparendo 

igualmenete a un  proceso para saber si se pierde o no la licencia, pero la falencia 

es que si nos arroja un resultado entre bueno y malo, por llamarlo de alguna 

manera solamente se sanciona al conductor y se permite que se siga desplazando 

en su vehículo; esto sin importar si éste seguirá o no consumiendo licor más 

adelante y teniendo en cuenta que la función de la policía, llámese tránsito o 

policía, es prevenir, por lo cual se estaría incumpliendo con este deber. 

 

 La inconformidad de la  mayoría de dueños de  algún tipo de vehículo es porque 

consideran drásticos las medidas impuestas, pero no se detienen a pensar que 

debido precisamente a que aún existe gente que viola las normatividad ocurren 

muchos accidentes. 
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Con respecto a las motocicletas, los agentes de tránsito verifican el permiso que 

otorga la alcaldía para aquellas personas que subsisten con un trabajo en horas 

de la noche o la situación por la cual se encontraba después de las 12 pm. A  las 

personas que no tienen ni el premiso, ni su situación es justificable se les 

inmoviliza la motocicleta y se les hace el comparendo; si se estudia esta situación 

a la luz del derecho, se estaría violando el derecho a la igualdad, ya que la ley 

debe ser para todos y no solo para esa personas que por otros motivos tienen  

premiso de desplazarse sin importar la hora, teniendo en cuenta que quienes 

poseen el premiso otorgado por la alcaldía han justificado la necesidad de 

desplazarse, pero si se estudiara la situación de las personas que por un motivo X 

se encontraban desplazándose a altas horas de la noche, podríamos asegurar que 

este evento se prestaría para dar lugar a escenarios de corrupción. 

De la misma manera se observan  situaciones en que las personas tenían los 

papeles del vehículo falso o vencido y, otros que se debían retener, ya que no  

presentan los documentos del vehículo pues  no los poseen, o los dejaron 

olvidados.   

     

 

10.5 OPERATIVO CON LA POLICIA 

 

El operativo con la policía se divide en varias etapas:  

Las que se desarrollaron en el barrio 

Y las que se desarrollan con el comandante encargado de la UPPV 

  

El grupo de trabajo decide desarrollar el proyecto en la ciudadela cuba, ya que 

para obtener unas buenas muestras de qué tan efectivo es el desarrollo del 

Código de Policía se debe interactuar con una comunidad específica. 

 

De este desarrollo empezamos asistiendo a un operativo en las horas de la noche, 

el cual consistía en tratar, según la policía, de evitar los posibles móviles de 
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delincuencia en la ciudad. Consistía en recorrer las zonas determinadas como de 

alta peligrosidad recogiendo a las personas que se encontraran como 

sospechosas de algún posible delito. Los cuales eran trasladados a la UPPV, para 

revisar sus antecedentes, hacer amonestaciones verbales y luego dejarlos libres. 

Considerando que a éstas personas se les desplaza de un sitio hacia otro donde 

deben sufragar un pasaje para regresar a su vivienda, se deberían revisar sus 

antecedentes en forma inmediata sin tener que desplazarlas, pues allí sí se está 

promoviendo la violación tanto al Código Policivo como al de convivencia 

ciudadana, ya que estas personas al verse sin como regresar a su viviendas, 

pueden incurrir en delitos y todo el programa de prevención seria inútil; esto no 

solo se piensa por parte del equipo de investigación sino por parte de algunos 

funcionarios, los cuales por motivos de fidelidad a la institución nos pidieron no 

figurar en nuestros informes. Si se analiza a la luz del derecho se estaría violando 

varios derecho como a la libertad, ya que las personas que son objeto de 

desplazamiento son privadas de su libertad hasta por dos o más horas mientras se 

recoge un grupo considerable para desplazar a la UPPV; otro derecho que se les 

estaría violando a estas personas seria el derecho a la dignidad, el cual no sólo 

está estipulado en la constitución sino en todas las normas que rigen a la policía; 

esto si tenemos en cuenta que las personas retenidas son subidas a un camión, 

sin detenerse a pensar con quién ni qué clase de enfermedades sufren. 

 

De igual manera los agentes que están haciendo estas limpiezas sociales deben 

acudir de inmediato a los llamados de emergencia, para los cuales son requeridos. 

En este operativo acudimos a un hurto con arma de fuego en un apostar, pero el 

requerimiento fue en vano pues a pesar de que la policía trata de ser eficiente no 

se logró la captura de ningún indiciado. 

 

Al desplazarnos ya en altas horas de la noche hacia UPPV, se nos informa que 

todo ese operativo era acompañado por agentes de la Defensoría del Pueblo para 

garantizar el buen trato de dichas personas.  
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Los agentes excusan la falta de aplicación del Código de Policía, aduciendo  que 

la ley 906 es muy permisiva y les ha quitado facultades que el Código de Policía sí 

tiene. 

  

1.5.2. Ya con el comandante de UPPV asistimos a llamados de emergencia por 

cualquier caso que se presente  a nivel municipal. 

 

Uno de los primeros llamados fue un homicidio en el centro comercial Pereira 

Plaza de la ciudad, en el cual presenciamos el acordonamiento del área, el 

levantamiento del cadáver, y los interrogatorios a los testigos presenciales, 

después fuimos informados por parte del comandante de policía que el asesinato 

era un ajuste de cuentas que genero tres homicidios más, los otros dos ubicados 

en el barrio cuba ya que allí es un foco de latente de pandillas estas muertes 

fueron realizados en los 2500 lotes del barrio cuba y condujeron a que se 

presentara el homicidio al cual el equipo de investigadores asistió. 

 

De igual forma el equipo de investigación acompañó a la policía en muchas más 

muestras de interés como llamados de la comunidad por posibles sospechas, 

llamados por querellas entre vecinos, atracos mínimos, etc. Que vistos desde el 

punto de vista del derecho y sin darle la aplicabilidad al código no llega a ninguna 

parte.  
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11. POSIBLES CONSECUENCIAS DE TIPO LEGAL 

 

Posibles consecuencias de tipo legal que se deriven de las actuaciones por parte 

de cada una de las autoridades (Instituto Municipal de Tránsito y Transporte de 

Pereira, Alcaldía Municipal y Policía Nacional). 

 

• Consecuencias derivadas de la Administración Municipal.  

•  Consecuencias derivadas de la autoridad de tránsito. 

• Consecuencias derivadas de la Policía Nacional. 

 

Las consecuencias legales que se derivan de las tres entidades antes 

mencionadas le generan una responsabilidad al Estado, por ser entidades 

públicas al servicio de éste. Generalmente las demandas presentadas ante los 

Tribunales Contencioso Administrativos obedecen a hechos administrativos, 

causados por los funcionarios públicos en del fallas en el servicio, las de dichas 

entidades, el estado por estos hechos administrativos debe repetir contra los 

funcionarios que lo causen como lo consagra nuestra Constitución Política artículo 

90, antes de iniciarse cualquier tipo de acción debe agotarse la vía gubernativa por 

parte del particular afectado artículo 63 del código contencioso administrativo si el 

afectado busca una reparación directa del daño causado. El estado decide si el 

funcionario solo es merecedor de un proceso disciplinario o si por lo contrario es 

merecedor de una sanción de tipo penal y pecuniaria.  

 

La alcaldía podría incurrir en falla en el servicio, cuando realiza sus operativos en 

lo referente al momento en que cita a los dueños de los establecimientos públicos 

a comparecer en las instalaciones de la alcaldía, aspecto este identificado en el 

trabajo de campo realizado por las investigadoras, dicha situación puede prestarse 

para que se incurra por parte del funcionario o de el directo implicado en delitos 

contra la administración pública, si se supone que la alcaldía en sus operativos 
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siempre debe estar acompañada de la Policía Nacional, quien es la encargada de 

hacer este tipo de citaciones según el artículo 122 del Código Policivo, por tal 

razón el acompañamiento de ésta es el garante según el Código Policivo. Por qué 

razón no se limitan a impartir la sanción en el lugar directo de los hechos, pero si 

los funcionarios de la alcaldía utilizan a la Policía Nacional para que les sirva  

como garante para realizar el levantamiento de los objetos que ocupan el espacio 

público sin medir las consecuencias que esto podría generar por no realizarse la 

sanción inmediatamente. 

 

Lo descrito no solo genera disgusto por parte de las personas afectadas, en 

ocasiones genera violencia contra los agentes que deben hacer esto pues la 

alcaldía no es suficientemente clara de cuál es la sanción que se impondrá por la 

ocupación del espacio público, negando así al usuario el derecho a la información 

consagrado en el artículo 20 de la Constitución Nacional. 

 

De ese mismo acto se pueden generar dos consecuencias por parte del usuario: la 

primera que muy responsablemente se presente a la citación impuesta y se haga 

acreedor a la sanción o solicite de manera respetuosa al funcionario de la alcaldía 

que no imponga la sanción que él retira voluntariamente los objetos que ocupan el 

espacio público. Esto está permitido por el funcionario  la primera vez pero cuando 

en repetidas ocasiones se encuentra la misma infracción esto genera una 

permisibilidad de la autoridad, que a su vez podría generar un delito de tipo penal 

en contra de la administración pública. 

 

El Instituto Municipal de Tránsito y Transporte de Pereira, según nuestro Código 

Policivo, debe ser una entidad de prevención, sin lugar a dudas esta institución no 

debe tomar competencias de la policía, por esto  incurre en las fallas en el servicio 

cuando por medio de los operativos realizan retenes en los cuales revisan todos 

los documentos de los vehículos y en caso de alguna falta entran a elaborar un 

comparendo, en algunas casos kilómetros más atrás se encuentran agentes de la 
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policía haciendo la misma clase de operativos, cuando deberían estar utilizando 

este servicio para otras causas de mayor importancia. De igual manera en estos 

retenes que realizan los agentes de tránsito, se evidencia mucho el delito de 

cohecho impropio artículo 405 del código penal, prevaricato por omisión por parte 

de los agentes de tránsito artículo 414 del código penal y el de cohecho de dar u 

ofrecer en el caso de los particulares artículo  407 código penal. Es por si se 

tomara en cuenta el antiguo  código policivo donde se designaba a cada quien las 

funciones que debía realizar, es así como de igual manera se evidencia a través 

de la investigación que el instituto de tránsito y trasporte ejerce funciones de 

policía judicial (otorgadas por la fiscalía según articulo 203 código de 

procedimiento penal), lo cual obstaculiza aún más la labor de esclarecer los 

hechos por parte de la fiscalía, debido a que los agentes de tránsito no cuentan 

con el debido entrenamiento para el manejo de pruebas (vale la pena aclarar que 

la policía nacional a pesar de su entrenamiento en ocasiones destruye totalmente 

evidencias esenciales para esclarecer un hecho) esta falta de instrucción 

expresada en la investigación por los mismos agentes de tránsito al contestar 

algunas preguntas realizadas por el equipo de investigación de cómo debían 

manejar las cadenas de custodia y el lugar de los hechos . Por ello este actuar 

como policía judicial viola evidentemente el debido proceso (artículo 29 de la 

Constitución Nacional) ya que no le permite a un sindicado una buena defensa, 

pues las pruebas obtenidas en determinado lugar donde se registre un hecho 

deben ser manejadas por personal idóneo y es evidente que a pesar de estar 

autorizados no son calificados para desempeñar esta función.     

 

La Policía Nacional a nivel municipal de las tres entidades antes mencionadas es 

la que más fallas en el servicio comete, ya que las funciones que se le 

encomienda les da un cierto poder superior frente a la población civil y por ello en 

repetidas ocasiones los agentes de la policía se extralimitan en sus funciones, 

cometiendo así los delitos de concusión ( art 404 código penal), cohecho propio e 

impropio (art 405 y 406 ídem), abuso de autoridad  por acto arbitrario o injusto( art 
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416 ídem),  entre otros. Se puede evidenciar en el traslado que se le da a las 

personas que se encuentran en determinada área de la ciudad en este caso el 

barrio cuba( privándolas del derecho a la libertad art 28 de constitución nacional) 

cuando son llevadas del lugar donde se encuentran( llámese parque, esquina, 

calle, etc.) hasta la UPPV en el centro de la ciudad con el argumento de verificar 

sus antecedentes a sabiendas que podrían hacerlo en el lugar donde se 

encuentran las personas, sin necesidad de un traslado innecesario que se podría 

tomar como un secuestro (art 168 código penal), pues retienen a las personas 

arbitrariamente y prolongan su retención por horas en espera a que la cantidad de 

personas sea justificable para hacer el traslado a la UPPV(Unidad de Protección 

Permanente a la Vida) 

 

Otra de las irregularidades encontradas es que se hace evidente el abuso de 

autoridad ya que por el hecho de ser autoridades pueden pasar por encima de las 

personas a tal punto que aun sin portar el debido uniforme (en horas no laborales) 

cuando las personas tiene diferencias no con el agente sino con la persona, la 

persona que tuvo la diferencia con ellos es tratada como si hubiese cometido un 

irrespeto a la autoridad. 

De la misma manera los indigentes o personas que viven en la calle son tratados 

como animales violándoles el derecho a la igualdad (art 13 de Constitución 

Nacional), que de la misma manera se encuentra consagrado a lo largo del código 

policivo pues su deber es prevenir y buscar que la sociedad sea mejor y estas 

personas por el hecho de no contar con un estatus social no deben ser menos 

preciadas, a pesar de que se evidencia que son uno de los focos de delincuencia 

más frecuentes.    

 

Es por esta razón que si las instituciones siguieran a cabalidad el código Policivo 

no se presentaría este tipo de demandas ya que allí se estipulan los 

procedimientos que se deben seguir para evitar confundir a las personas y 
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brindarles un trato justo y digno, teniendo en cuenta que si se actualizaran algunos 

procedimientos serian aún más efectivos. 
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12. CONCLUSIONES 

 

La policía sólo debe adoptar las medidas necesarias y eficaces para la 

conservación y restablecimiento del orden público. La adopción del remedio más 

enérgico -de entre los varios posibles-, ha de ser siempre la ultima ratio de la 

policía, lo cual muestra que la actividad policial en general está regida por el 

principio de necesidad, expresamente consagrado en el artículo 3º del "Código de 

conducta para funcionarios encargados de aplicar la ley", aprobado por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas por resolución 169/34 del 17 de 

diciembre de 1979, que establece que las autoridades sólo utilizarán la fuerza en 

los casos estrictamente necesarios.   

 

Igualmente, las medidas de policía deben ser proporcionales y razonables en 

atención a las circunstancias y al fin perseguido: debe entonces evitarse todo 

exceso innecesario. Así pues, los principios de proporcionalidad y razonabilidad 

que rigen todas las actuaciones de la administración pública adquieren particular 

trascendencia en materia de policía.   

 

Directamente ligado a lo anterior, la extensión del poder de policía está en 

proporción inversa al valor constitucional de las libertades afectadas. Eso explica 

que en ciertas materias -como la regulación de los sitios públicos- el poder policial 

sea mucho más importante que en otros ámbitos de la vida social, como el 

derecho a la intimidad y a la inviolabilidad del domicilio.  

 

El poder de la policía se ejerce para preservar el orden público pero en beneficio 

del libre ejercicio de las libertades y derechos ciudadanos. No puede entonces 

traducirse en una supresión absoluta de las libertades.   
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Así mismo debe recordarse especialmente en esta materia la regla, por otra parte 

general a toda actividad administrativa, de la igualdad de los ciudadanos ante la 

ley. El ejercicio del poder de policía no puede traducirse en discriminaciones 

injustificadas de ciertos sectores de la población, puesto que todas las personas 

"recibirán la misma protección y trato de las autoridades". (CP 13)  

 

Igualmente opera la máxima de que la policía debe obrar contra el perturbador del 

orden público, pero no contra quien ejercite legalmente sus derechos.   

 

Por todo lo anterior, el ejercicio de la coacción de policía para fines distintos de los 

queridos por el ordenamiento jurídico puede constituir no sólo un problema de 

desviación de poder sino incluso el delito de abuso de autoridad por parte del 

funcionario o la autoridad administrativa".  

 

El ejercicio de las funciones otorgadas a los miembros de la Policía Nacional para 

la protección del orden público se desarrolla con el fin de mantener las 

condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas (art. 

218 superior). En desarrollo de esta función la Policía Nacional puede aplicar 

medidas preventivas y correctivas sujetas al principio de legalidad y cuando se 

encuentra ante situaciones que exigen una acción inmediata para contrarrestar las 

agresiones que ponen en peligro los derechos y bienes de las personas, su acción 

debe ajustarse a los estrictos principios de proporcionalidad y razonabilidad del 

uso de la fuerza.  

 

En el ejercicio de aplicación de medidas preventivas los miembros de la Policía 

Nacional no poseen un poder discrecional sino, por el contrario, su acción se 

encuentra limitada al principio de legalidad y debe ajustarse a lo prescrito por el 

Código Nacional de Policía en el cual se definen las normas que deben seguirse 

para garantizar el debido proceso y el derecho a la defensa. En la Sentencia C-

087 de 2000, la Corte Constitucional se pronunció en los siguientes términos:  
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"Al respecto hay que señalar que en efecto en los artículos 219 y siguientes del 

decreto 1355 de 1970, se consagra un procedimiento para la aplicación de 

medidas correccionales. Allí se indica, en términos generales lo siguiente: que el 

contraventor tiene derecho a ser oído previamente (art. 224); que debe levantarse 

un acta en que se consignen los hechos, se identifique al contraventor y se indique 

la medida correctiva a imponer (art. 227) que contra las medidas impuestas por 

comandante de estación o subestación (hoy alcaldes o inspectores de policía 

correspondientes), que en el presente caso, no existen recursos (art. 228); que el 

funcionario de policía que haya impuesto la medida correctiva podrá hacerla cesar 

en cualquier tiempo 'si a su juicio tal determinación no perjudica el orden público' 

(art. 222)".  

 

En el ordenamiento constitucional colombiano se encuentran proscritas las 

medidas de policías vagas, imprecisas e imprescriptibles. Todas ellas atentan 

contra el principio de estricta legalidad y vulneran la primacía de los derechos de 

las personas.  

 

Los criterios expuestos configuran el marco dentro del cual se debe cumplir la 

revisión de constitucionalidad de las normas demandadas. La Corte en primer 

lugar, debe evaluar si la facultad conferida a los comandantes de estación para 

cerrar temporalmente establecimientos abiertos al público, cumple con los criterios 

de aplicación y desarrollo de las facultades de policía dentro de un Estado social 

de derecho y si concluye, que las normas no desconocen la primacía de los 

derechos de las personas, en segundo lugar, evaluará si existe una contradicción 

entre la función de policía conferida a los comandantes de estación y la atribución 

constitucional del alcalde como primera autoridad de policía del municipio.  

 

En cuanto al cierre temporal de establecimientos abiertos al público y la protección 

del orden público, resulta importante destacar que el artículo 208 del Código 

Nacional de Policía describe cinco situaciones jurídicas en las que el comandante 
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de estación y subestación puede imponer el cierre temporal del establecimiento 

público, cuando estos incumplen prescripciones legales. Sin embargo, es del caso 

aclarar que lo previsto en los numerales 2. y 3. del artículo 208 del mencionado 

código se encuentran derogados por la Ley 232 de 1995. 

 

El numeral 2. del artículo 208 faculta al comandante de estación para imponer el 

cierre temporal del establecimiento cuando funcione sin permiso o cuando la 

licencia haya caducado. El numeral 3. de dicho artículo confiere la misma facultad 

cuando "se ejerzan actividades no incluidas en el permiso". Conforme al primer 

artículo de la Ley 232 de 1995 "ninguna autoridad podrá exigir licencia o permiso 

de funcionamiento para la apertura de los establecimientos comerciales definidos 

en el artículo 515 del Código de Comercio, o para continuar su actividad si ya la 

estuvieran ejerciendo, ni exigir el cumplimiento de requisito alguno, que no esté 

expresamente ordenado por el legislador". Esto significa, que el Congreso de la 

República derogó la expedición de licencias y permisos para el funcionamiento de 

los establecimientos de comercio, por lo tanto, las autoridades de policía no 

pueden imponer sanciones por falta de estos requisitos.  

 

El Código de Policía a pesar de ser de 1970 es una norma base, que si es 

interpretada y puesta acorde con las situaciones que vive nuestra sociedad, 

seguramente brindará una base segura del procedimiento que se debe realizar y 

que se espera con la ley 011 de 2008 sean modificadas en la sanción mas no en 

el espíritu de la norma, ya que estas son bases fundamentales para que los 

procedimientos en los casos específicos, sirvan para poder arrojar buenos 

resultados. 

 

Si a la ciudadanía se le informara el procedimiento a seguir en los operativos 

rutinarios, no se originarían tantos atropellos, y se sentiría el disgusto por parte de 

las personas que son parte inactiva (personas que simplemente son requisadas y 

no tienen ninguna falta)  de estos operativos. 
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En esta investigación una de las importantes conclusiones es que los funcionarios 

llámese agentes de tránsito, funcionarios de la alcaldía o policías en su afán de 

escalonarse en la carrera administrativa, no siguen las pautas estipuladas en el 

código para su procedimiento. 

 

A si mismo el equipo de trabajo observó que la mayoría de estos operativos dan 

pié a que se presente el soborno por parte y parte, ya que es del albedrio la 

decisión de los funcionarios el sancionar o no a las personas que cometan una 

infracción o delito.  

 

El impacto del Código Policivo en la sociedad pereirana es completamente nulo 

pues el conocimiento del mismo, respecto a las obligaciones y consecuencias 

sobre hechos manifestados en él, no es ni siquiera básico por parte de los civiles 

ni de los propios funcionarios de la entidad; importante además, la ignorancia que 

tienen los ciudadanos respecto a los derechos que le otorga el código, mejor 

sustentado en la Carta Magna y de la protección que deben todos los integrantes 

del cuerpo de policía. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



93 

 

13. RECOMENDACIONES 

 

Queremos sugerirle a la Universidad Libre, ya que inició un proceso para 

actualizar el Código de Convivencia Ciudadana y se logró a cabalidad, (pero este 

fue demandado), se den luces para que los estudiantes retomen esta cátedra, 

pues es de vital importancia el conocimiento del Código de Policía y, más aun, que 

se esperan las modificaciones hechas en la ley 011 de 2008, las cuales actualizan 

las sanciones y si la universidad está actualizada en dicha cátedra, será más fácil 

aun para nuestros colegas el entendimiento del procedimiento que se debe seguir 

en algunos casos determinados y los cuales los llevaran a ser mejores abogados y 

tener numerosos argumentos para una defensa.  

 

De igual manera que los mismos estudiantes  den a conocer ante la ciudadanía, y 

los funcionarios de policía a nivel de semilleros o charlas como proyecto de trabajo 

de grado, este Código de Policía, ya que si la  Universidad Libre en su facultad de 

Derecho es la cuna de los nuevos gobernantes, jueces, fiscales, defensores  y 

funcionarios públicos,  están en la obligación moral de conocer y dar a conocer las 

reglas básicas que rigen nuestra sociedad.   
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